El Tratamiento como Migrantes a los Refugiados Venezolanos: Análisis Crítico de la Política de Recepción y Atención a la Población Venezolana en Colombia a la Luz del Derecho Internacional de los Refugiados. by Acevedo Martínez, Fernando et al.
1 
 
El Tratamiento como Migrantes a los Refugiados Venezolanos: Análisis Crítico de la 
Política de Recepción y Atención a la Población Venezolana en Colombia a la Luz del 
Derecho Internacional de los Refugiados. 
 
 Acevedo Martínez Fernando 
Cod. 41161591 
Flórez Rosas Natalia  
Cod. 41161664 




Dr. Torregrosa J. Rodolfo  
 
Monografía de Investigación    
 
Universidad Libre 
Facultad de Derecho 








A mi madre, que hoy ve reflejada toda su entrega y dedicación para ver a su hija convertirse 
en esa abogada exitosa que le hará honor a su amor incondicional.  
VALERIA CAROLINA SUAREZ SOSA  
 
A Dios y a mi familia que siempre me han apoyado, especialmente a mis padres y a mi tía 
que confían en mí y en mis sueños. Siempre han estado a mi lado sin importar las 
circunstancias.  
NATALIA FLÓREZ ROSAS 
 
A las grandes mujeres de mi familia, quienes construyen a diario mi camino como persona y 
me enseñan lo pequeño que puede ser el mundo con sus acciones. Su amor incondicional 
forja mis anhelos de alcanzar cada propósito de la vida.  






Las autoras y el autor expresan sus agradecimientos:  
 
Al Dr. Rodolfo Torregrosa Jiménez, asesor del proyecto de investigación, por su apoyo en el 
desarrollo de la monografía.  
 
Al Centro de Estudios en Derechos Humanos - CEDHUL por inculcarnos la promoción y 















Calificación (A o I): _______________________________ 
 
_______________________________ 
                                                         Dr. Rodolfo Torregrosa Jiménez 
                                                                                    Asesor 
  
_______________________________ 
                                                    Dra. Nhoris Torregrosa Jiménez 
                                                                                   Jurado 
  
_______________________________ 
                                                         Dr. Walter Pérez Niño  







Presidente Nacional: Jorge Alarcón Niño 
Vicepresidente Nacional: Jorge Gaviria Liévano 
Rector Nacional: Fernando Enrique Dejanón Rodríguez 
Secretario General: Floro Hermes Gómez Pineda 
Censor Nacional: Ricardo Zopó Méndez 
Director Nacional de Planeación (e): Alejandro Muñoz Ariza 
Presidenta Seccional: María Elizabeth García González 
Rector Seccional: Fernando Arturo Salinas Suárez 
Decano Facultad de Derecho: Luis Francisco Ramos Alfonso 
Secretaria Académica: Ana Rocío Niño Pérez 
Directora del Instituto de posgrados: Nohora Elena Pardo Posada 
Director Centro de Investigaciones: Gustavo Rojas Páez 



















Tabla de Contenido 
Introducción 12 
Capítulo 1 ¿Por qué los Venezolanos no son Migrantes? 18 
 Conceptualización de los Fenómenos de la Movilidad Humana 18 
 Causas de la Migración 18 
 Tipos de Migrantes 19 
 Refugiados 21 
 Calidad de Refugiados de la Población Venezolana 23 
Capítulo 2 Análisis Crítico de la Política Integral Migratoria en Colombia 27 
 Identificación de la Problemática 27 
 Análisis de la Política Integral Migratoria en Colombia 30 
 Evolución de la Política Migratoria 30 
 Análisis Crítico de los CONPES. 34 
 Política de Recepción a Venezolanos 34 
 PEP.   35 
 PEP-RAMV. 41 
 PECP. 45 
 ETPV.   46 
 Análisis Crítico de la Política de Recepción. 48 
 Política de Atención a Venezolanos 51 
 Derecho a la Educación. 52 




 Derecho al Trabajo. 56 
 Derecho a la Vivienda. 57 
 Análisis Crítico de la Política de Atención. 57 
Capítulo 3 Reconocimiento prima facie a los Refugiados Venezolanos para la Garantía de sus 
Derechos. 60 
 Obligaciones del Estado en materia de Refugiados 60 
 Procedimiento para Adquirir la Condición de Refugiado en Colombia 64 
 El Papel de la Cooperación Internacional en Temas de Refugiados 71 


















Tabla de Gráficas 
Cifra de venezolanos en Colombia      Pág. 29                                                                                                                          
Procedimiento para adquirir la condición de refugiado   Pág. 66 

























Tabla de Cuadros 
PEP          Pág. 37 


























Tabla de Abreviaturas 
 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos  CIDH 
Comité de derechos económicos sociales y culturales Comité DESC 
Convención Americana Sobre Derechos Humanos  CADH 
Corte Interamericana de Derechos Humanos  Corte IDH 
Convención sobre el Estatuto de los Refugiados Convención de 1951 
Declaración de Cartagena sobre Refugiados  D. Cartagena 
Derechos Humanos   DDHH 
Estatuto Temporal de Protección a migrantes venezolanos ETPV 
Financial Tracking System FTS 
Grupo Interagencial sobre Flujos Migratorios Mixtos  GIFMM 
Ministerio de Relaciones Exteriores  Min. Rel. Exteriores 
Naciones Unidas ONU 
Niños, niñas y adolescentes NNA 
Organización Mundial para las Migraciones  OIM 
Organización para la Unidad Africana OUA 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales  
PIDESC 
Permiso Especial Complementario de Permanencia  PECP 
Permiso Especial de Permanencia PEP 
Permiso Especial de Permanencia en razón al Registro 





Permiso Especial de Permanencia para el Fomento de la 
Formalización  
PEPFF 
Permiso por Protección Temporal PPT 
Plataforma de Coordinación para Refugiados y Migrantes 
de Venezuela  
R4V 
Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos  RAMV 
Registro Único de Migrantes Venezolanos  RUMV 























En el marco de la movilidad humana se presentan flujos migratorios mixtos que 
obligan a los Estados y en general a la comunidad internacional a categorizar y regular dichos 
movimientos para atenderlos de acuerdo con sus necesidades. El problema surge cuando los 
Estados hacen uso de ciertas categorías de movilidad humana para esconder las necesidades 
de protección internacional que requieren poblaciones especiales, y así, evadir sus 
obligaciones internacionales. Tal es el caso de los refugiados y refugiadas venezolanas.  
En los últimos años, Colombia ha tenido que enfrentar el fenómeno de la movilidad 
masiva de nacionales venezolanos, quienes por las circunstancias que vive su Estado, se 
vieron obligados a desplazarse en busca de mejores condiciones de vida y seguridad. Estas 
circunstancias se tornan más gravosas debido a las situaciones que vive actualmente el 
mundo como consecuencia del Covid-19, lo cual aumenta el riesgo de sufrir violaciones a sus 
DDHH y desconoce su necesidad de protección internacional.  
El Estado colombiano para hacer frente a este fenómeno, ha establecido diferentes 
figuras o estatus migratorios, a partir de procesos administrativos, los cuales reflejan una falta 
de protección adecuada a la población venezolana que cumplen con las condiciones para ser 
refugiados. El Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad (Dejusticia) en su artículo 
Refugio y Coherencia (2019) hizo un llamado de atención al gobierno colombiano para que 
fuera coherente con sus obligaciones internacionales y, en consecuencia, reconociera como 
refugiados a las personas provenientes del Estado vecino.  
De acuerdo con la revisión bibliográfica realizada, Espinar (2010) y Onghena (2015) 
establecen que el uso indiscriminado de las categorías de la movilidad humana por parte de 
los Estados en cualquier circunstancia ha promovido la falta de diferenciación entre migrante 
y refugiado. A raíz de esto, se plantea tener en cuenta las definiciones normativas, 




Estatuto de los Refugiados 1951 (Convención 1951), la OUA de 1969 y la D. Cartagena 
sobre Refugiados de 1984, para distinguir entre categorías. Las cuales también se han 
incorporado al ordenamiento colombiano a través de los Decretos 2840 de 2013 y 1067 de 
2015.  
Esta práctica de evitar categóricamente las diferencias entre migrantes y refugiados 
tiene su génesis en las políticas migratorias. Lo anterior, sustentado por Mármora (2010), 
quien señala que existen diferentes modelos de políticas migratorias que promueven el desuso 
de las categorías de refugiados o migrantes, por ejemplo, el modelo de securitización, el cual 
no observa al migrante como eje fundamental de protección, sino que estudia o regula la 
migración a partir de políticas sobre seguridad nacional, social, cultural y laboral. 
En la política de securitización los Estados son más estrictos en su control fronterizo y 
en la regularización de los migrantes, quienes deberán adaptarse a la forma de vida del Estado 
receptor y estar en condición regular, pues en caso contrario, su irregularidad la mayoría de 
las veces, será tratada como delito y serán vinculados con la delincuencia, el terrorismo o el 
narcotráfico. La protección de un determinado estatus migratorio basado en la persona y sus 
DDHH desaparece en este modelo, privilegiando la seguridad nacional del Estado receptor, 
que puede verse amenazada por estos flujos migratorios (Mármora, 2010). 
En contraposición, García y Gainza (2014) señalan que las políticas migratorias en la 
actualidad deben tener un enfoque de DDHH en virtud de lo señalado por las instancias 
internacionales, con el fin de proteger a la persona en estado de vulnerabilidad. Así mismo, 
Estrada (2017) también plantea en su teoría que las políticas migratorias deben tener un 
enfoque en DDHH y adicional a ello, un enfoque diferencial basado, por ejemplo, en la 
protección de los derechos de los niños.   
De acuerdo con la problemática planteada surge la siguiente pregunta de 




venezolana desconoce su condición de refugiados de acuerdo con los estándares del 
Derecho Internacional de los Refugiados? 
Para responder a esta pregunta de investigación se acudirán a los postulados teóricos 
planteados por Espinar (2010) en su artículo “Migrantes y Refugiados: reflexiones 
conceptuales” y Onghena (2015) en su artículo “¿Migrantes o Refugiados?”. Ambos 
investigadores exponen las consecuencias perjudiciales de desconocer por parte de los 
Estados las condiciones de movilidad humana que posee cada persona dentro de los flujos 
migratorios mixtos; ya que se ocultan las necesidades de protección internacional que 
requieren personas como los refugiados y solicitantes de asilo. Esto facilita que los Estados 
regulen y traten a esta población como migrantes u otras categorías administrativas para no 
reconocer su estatus de refugiados e incumplir con sus obligaciones internacionales.  
Este postulado teórico pretende evidenciarse en la política pública de recepción y 
atención para la población venezolana implementada en Colombia. Para demostrar dicha tesis 
se tendrá como referente a Roth Deubel (2002) y su libro “Políticas Públicas: Formulación, 
Implementación y Evaluación”. En dicha obra el autor establece herramientas metodológicas 
para analizar una política pública desde su creación, deliberación y los impactos que tiene en 
la sociedad. Basándonos en sus herramientas teóricas, se analizará de manera crítica la 
política pública de recepción y atención para la población venezolana.  
Lo anterior, con el fin de corroborar la hipótesis de investigación y demostrar que la 
política pública no responde de manera coherente a las necesidades sociales, económicas y 
políticas de la población venezolana, otorgándoles un estatus como migrantes que no 
corresponde a su condición de refugiados, lo cual contraviene obligaciones internacionales 
que ha adquirido Colombia en materia de refugiados y DDHH. 
Esta investigación se torna importante para la academia y las instituciones estatales, 




siendo discriminada e invisibilizada al no reconocerse su calidad de refugiados, por lo tanto, 
se encuentran en situación de desprotección. De acuerdo con esto, surge como ruptura 
epistémica de la investigación la necesidad de aplicar una regla que le otorgue a los 
venezolanos y venezolanas un tratamiento como refugiados prima facie para garantizar los 
derechos de la gran mayoría de la población que huye para buscar refugio en Colombia. 
Para desarrollar esta investigación se plantea como objetivo general: demostrar el 
tratamiento como migrantes que le otorga Colombia a las y los refugiados venezolanos en sus 
políticas de recepción y atención, frente a las obligaciones del DIR. 
Como objetivos específicos se plantean:  
● Explicar las diferencias entre migrantes y refugiados y sus estándares de protección. 
● Analizar el tratamiento, regulación y estatus que le otorga la ley colombiana a los 
venezolanos de acuerdo con las herramientas metodológicas de Roth Deubel (2002). 
● Proponer el tratamiento prima facie para los refugiados venezolanos en la política de 
recepción y atención de Colombia, en atención al principio de no devolución del DIR. 
Dichos objetivos se desarrollarán a lo largo de la monografía comprendidos en tres 
capítulos. En el primer capítulo, se conceptualizarán los diversos fenómenos que se presentan 
en la movilidad humana, los cuales dan origen a ciertos estatus migratorios, dependiendo de 
las causas de movilidad de cada persona. Se explicarán las consecuencias negativas de tratar 
a los refugiados como migrantes, cuando sus causas de movilidad y su protección 
internacional, son completamente ajenas a las de un migrante. Para de esta manera, concluir 
que los venezolanos gozan del estatus de refugiados de acuerdo con la normativa nacional e 
internacional.  
En el segundo capítulo se analizará el comportamiento de la Política Integral Migratoria 
colombiana antes y después de la llegada masiva de nacionales venezolanos, la cual, está 




migratorio venezolano. Teniendo en cuenta esto, se contrastará la política de recepción y 
atención, con las pautas metodológicas de Roth Deubel (2002), para demostrar que la política 
contenida en el Conpes 3950 les otorga un tratamiento como migrantes a la población 
venezolana y no responde de manera adecuada a su necesidades y problemáticas, caso 
contrario si esta población recibiera un tratamiento como refugiado a partir del 
reconocimiento colectivo o prima facie. 
En el tercer capítulo se estudiará el procedimiento para adquirir la condición de refugiado 
establecida en el Decreto 1067 de 2015, esto con el fin de evidenciar su inviabilidad para 
atender a la crisis masiva de migración venezolana, por ello se propone la aplicación del 
reconocimiento prima facie a la población venezolana en virtud del principio de no 
devolución, con el fin de garantizar sus derechos y evitar la responsabilidad internacional del 
Estado colombiano por el incumplimiento de sus obligaciones internacionales. Lo anterior, 
con ayuda de la cooperación internacional para aligerar las cargas de los Estados que se 
encuentran afectados por la movilidad humana a gran escala.  
La presente investigación será de carácter socio jurídico con un enfoque cualitativo. Se 
estudiará el impacto que tiene la Política Integral Migratoria en la población venezolana 
frente a sus necesidades y requerimientos en pro de la garantía plena de sus derechos como 
refugiados.  
Como enfoque disciplinar tenemos el derecho internacional público, ya que los 
fenómenos de movilidad humana afectan de manera transversal tanto a los Estados de origen 
como a los de tránsito y a los receptores. Esta materia ha sido regulada a través de diversos 
instrumentos de derecho internacional, DDHH y DIR.  
Haciendo uso de la investigación descriptiva se pretende especificar las características 
principales del grupo poblacional que permite otorgarles la condición de refugiados, así como 




Mediante el método deductivo, se analizará el contexto internacional del fenómeno de 
la movilidad humana, que ha ocasionado la migración de millones de personas venezolanas, 
para así determinar cuál es el tratamiento que se le ha otorgado en la jurisdicción colombiana 
y cuál es el tratamiento adecuado que se le debe reconocer debido al cumplimiento de las 
causales establecidas en el Decreto 1067 de 2015 para ser considerados como refugiados. 
La recolección de información para el desarrollo de la monografía se hará bajo 
fuentes primarias como información estadística con la que cuentan organismos nacionales e 
internacionales, así como instituciones que tienen información amplia y necesaria sobre el 
flujo de migrantes y refugiados venezolanos. Estas instituciones son: a nivel nacional, el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística - DANE y la Unidad Administrativa 
Especial Migración Colombia; a nivel internacional las plataformas Financial Tracking 
System (FTS), la Plataforma de Coordinación para Refugiados y Migrantes de Venezuela 
(R4V), Acnur y la OIM. También se acudirán a fuentes secundarias como artículos de 
investigación provenientes de bases de datos como Scielo, Dialnet y Redalyc, normativa 
nacional, así como también, normas e informes de derecho internacional. Por último, la 













Capítulo 1 ¿Por qué los Venezolanos no son Migrantes? 
Debido a los fenómenos multicausales de la movilidad humana y las complejidades 
que se dan en su desarrollo, es común que exista confusión frente a la conceptualización de 
diversos fenómenos que se presentan en su interior. Un reflejo de ello son las diversas causas 
que originan la migración, así como los tipos de migrantes. Debido a esta desinformación, 
muchas veces se otorgan estatus migratorios que no corresponden con la condición específica 
de movilidad de la persona. Esto conlleva a que las regulaciones no sean eficientes y en 
algunos casos vulneren los DDHH y las obligaciones internacionales. 
Es por esto que, a través del presente capítulo se pretende dilucidar estos conceptos 
para luego explicar por qué los refugiados y los migrantes son personas con situaciones de 
movilidad completamente distintas que no deben abordarse bajo una misma política 
migratoria. Una vez aclarado esto, se delimitará el campo de acción sobre el que se va a 
desarrollar la presente investigación para ubicar al lector en nuestro objeto de estudio, esto es: 
los refugiados venezolanos.  
1. Conceptualización de los Fenómenos de la Movilidad Humana 
1.1. Causas de la Migración  
Los principales motivos que causan el fenómeno de la movilidad humana son de 
carácter socioeconómico, político, y ambiental. 
Para autores como Arce (2017), la migración socioeconómica es producto de la 
pobreza, el conflicto armado, la inseguridad, la falta de expectativas económicas-laborales, 
entre otros. En general, los grupos humanos que se ven afectados por estos fenómenos buscan 
mejores condiciones de vida y progreso. En el mismo sentido, coincide Lotero y Pérez 
(2019), para estos autores una de las causas de la migración es la calidad de vida, el nivel de 





De esta forma, la CIDH en su informe sobre Movilidad Humana (CIDH, 2015) señaló 
la migración como un fenómeno multicausal, pues son razones de diversa índole las que 
llevan a los grupos humanos a movilizarse, entre ellos la desigualdad, la corrupción, la 
violencia ocasionada por agentes del estado y por terceros, la ausencia en las garantías de 
derechos económicos, sociales y culturales, la falta de estabilidad política, la afectación al 
medio ambiente, los desastres naturales y la discriminación.   
Por su parte, la OIM (2019b), en el Informe sobre las Migraciones en el Mundo 2020, 
indicó siete factores que motivan la movilidad humana, estos son: la demografía, la demanda 
del mercado laboral, las disparidades socioeconómicas entre norte y sur, las distancias, la 
revolución digital, los desastres y emergencias humanitarias y como último factor menciona 
los deseos de los grupos humanos por la búsqueda de una mejor calidad de vida para ellos y 
sus familias.  
Es evidente que tanto para el sector académico como para algunos organismos 
internacionales, el fenómeno de la migración se origina a partir de una diversidad de causas, 
concluyendo así, que las más comunes son los conflictos armados, la falta de garantía de 
derechos y los factores socioeconómicos y ambientales. 
1.2. Tipos de Migrantes  
Tan diversas son las causas de la migración como los tipos de migrantes. Existe una 
gran variedad de acuerdo con el contexto y las causas que generan su migración.   
De manera general, se conoce como “migrante internacional”, aquella persona que se 
moviliza de manera voluntaria de un país a otro, de acuerdo con Hernández (2015). 
Asimismo, Derruan (1974, citado en del Campo y Bello 2020) mencionan en su artículo 
denominado “Migración internacional en Latinoamérica, condición de estancia de visitantes 
por razones humanitarias (Caso México)”, que la migración internacional es el “abandono de 




dirigirse a otro Estado, con la intención de establecerse en él de forma duradera (temporal o 
definitiva)”.  
Siguiendo la idea anterior, Navarro y Delfín (2019) señalaron que la migración 
internacional sucede cuando se cambia el país de residencia habitual por otro. Normalmente, 
en busca de oportunidades que no se encuentran en los países de origen, por ejemplo, un 
empleo mejor remunerado, educación de calidad o incrementar la capacidad económica. 
Por otra parte, existe la conocida clasificación de migrante en condición regular e 
irregular.  Esta clasificación tiene sus antecedentes en la Convención Internacional sobre la 
Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares (ONU, 
1990) la cual establece en el inciso a) del artículo 5 que, son migrantes regulares quienes 
poseen documentos y tienen autorización para entrar, permanecer y desarrollar actividades 
dentro del Estado en el cual se emplean, de acuerdo con la legislación de este. 
Por el contrario, el inciso b) del mismo artículo indica que son irregulares cuando no 
se cumplen con las condiciones señaladas. 
La OIM (2008) también se pronunció acerca de esta clasificación, indicando que la 
condición de migrante regular o irregular se adquiere cuando una persona transita o vive en 
un país acatando, para el caso del migrante regular, o desconociendo en el caso del irregular, 
las leyes, disposiciones o acuerdos internacionales sobre migración que rigen dentro del 
Estado involucrado. 
Dentro de la población migratoria, también se encuentra la clasificación de persona 
apátrida, la cual no es nacional de un Estado en específico. Para Acnur (2014) constituyen 
una población en condición de vulnerabilidad debido a que no hay un Estado que le brinde la 
protección necesaria y garantice sus derechos y libertades. 
Otra población que se encuentra dentro de la movilidad humana es aquella que migra 




cuando por una estrategia de sobrevivencia, las personas se ven obligadas a moverse desde un 
lugar, que perciben como “inseguro”, hacia otro espacio que les brinda la sensación de 
“seguridad”. En este caso son movimientos que traspasan los límites del Estado donde se 
reside. El autor reconoce que los elementos económicos, sociales, políticos y ambientales “se 
agrupan para generar las realidades o percepciones de inseguridad y peligro”. De la misma 
manera, Zuluaga (2011) destaca que la migración forzada es producto de situaciones 
extremas imposibles de controlar para una persona, convirtiéndose en su única opción, 
abandonar su país.  
Asimismo, la CIDH indicó que la población inmersa en la migración forzada puede 
verse implicada en situaciones donde son transportadas físicamente a través de las fronteras 
sin su consentimiento, como es la trata de personas (CIDH, 2015). Por lo tanto, la migración 
forzada se puede dar a nivel interno y a nivel internacional.  
1.3. Refugiados 
El refugiado es otra categoría que surge dentro de la movilidad humana. De acuerdo 
con la Convención de 1951, es una persona que en razón a sus: 
fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, 
pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentre fuera del 
país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a 
la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a 
consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde tuviera su residencia 
habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él. (ONU, 1951) 
La D. Cartagena amplió el concepto estableciendo que también son refugiados 
quienes: 
han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por 




masiva de los DDHH u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el 
orden público. (Acnur, 1984) 
Adicional a lo anterior, es importante señalar que la condición de refugiado tiene una 
estrecha relación con el principio de non refoulement o principio de no devolución, lo que 
quiere decir, que los Estados receptores no pueden regresar al refugiado al Estado de origen o 
un tercer Estado donde pueden ser violados sus derechos fundamentales (Acnur, 2011b). 
Usualmente, se suele confundir o utilizar la categoría de migrante forzado y refugiado 
como términos indistintos; sin embargo, de acuerdo con Acnur (2016) son categorías 
diferentes que no deben ser unificadas, ya que esto puede perjudicar a ambas poblaciones.  
Por un lado, los refugiados son personas que gozan de reconocimiento y protección 
por parte del derecho internacional. Esta categoría jurídica se ha originado por un consenso 
de la comunidad internacional, y así, su definición, protección y regulación se ha plasmado 
en instrumentos internacionales como la Convención de 1951, la OUA de 1969 y la D. 
Cartagena de 1984. Igualmente, gracias a la consolidación del DIR se han adoptado 
principios universalmente aceptados, como el principio de no devolución que constituye una 
norma de jus cogens en contextos de asilo. De tal manera que, el derecho de los refugiados es 
un régimen internacional delimitado y claro para los Estados.   
Por otro lado, el término migrante es una categoría jurídica que no tiene un consenso 
internacional en cuanto a su definición (ONU, 2017) y no cuenta con un régimen 
internacional consolidado, al nivel que sí lo tienen los refugiados. Es por esto que, los 
migrantes son tratados de acuerdo con la legislación propia de los Estados en materia de 
migración, teniendo en cuenta otras ramas del Derecho Internacional como los DDHH, el 
derecho del trabajo, el derecho marítimo, el derecho penal internacional, el derecho consular 
etc. (OIM, 2020). Sumado a ello, el migrante, a pesar de su movilidad transfronteriza, aún 




componente de persecución o inseguridad que le puede generar retornar a su país o tener 
contacto con el mismo (Acnur, 2016). 
Cuando se habla de migración forzada se suelen incluir dentro de esta categoría a los 
refugiados, los desplazados internos, solicitantes de asilo y cualquier tipo de desplazamiento 
que sea involuntario, a nivel interno o internacional (Acnur, 2016). Es por esto que de 
acuerdo con la OIM (2019a) la migración forzada no hace referencia a un concepto jurídico 
internacional y tampoco tiene una definición universalmente aceptada. A pesar de ello, este 
tratamiento suele ser común en los contextos de movilidad humana. Incluso, los Estados y los 
medios de comunicación equiparan a los refugiados como simples migrantes. En 
consecuencia, tratar a un refugiado como un migrante forzado desdibuja la protección 
jurídica que poseen frente a los Estados como parte de las obligaciones internacionales que 
han adquirido. 
2. Calidad de Refugiados de la Población Venezolana 
Desde el año 2015, Venezuela afronta el deterioro de su institucionalidad y el 
debilitamiento de su democracia, lo cual ha traído como consecuencia una situación 
violatoria de DDHH en el país (CIDH, 2017b). Esta problemática económica, social y 
política generó una crisis humanitaria que trascendió fronteras y llegó a Colombia. Desde la 
fecha, el Estado ha recibido más de 1.7 millones de refugiados y migrantes provenientes de 
Venezuela, convirtiéndose en el mayor receptor de personas venezolanas (R4V, 2020).  
Los orígenes de esta migración masiva devienen de múltiples causas que fueron 
identificadas por la CIDH en su Informe Anual sobre Venezuela en 2017. Específicamente 
incidieron los siguientes factores: i) afectación severa a los elementos fundantes de las 
instituciones democráticas; ii) infracción sistemática a la independencia del Poder Judicial; 




violencia y la criminalidad ciudadana; v) desabastecimiento generalizado de alimentos, 
medicamentos e insumos médicos (CIDH, 2017a).  
De acuerdo con el informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, múltiples testimonios evidencian las graves violaciones a derechos 
humanos; la tortura en centros de reclusión; la represión de grupos armados civiles 
progubernamentales a la ciudadanía y los cuales auspician las políticas estatales de perseguir, 
eliminar, controlar y criminalizar a la oposición política o quienes critiquen al gobierno; la 
falta de acceso a bienes básicos para la supervivencia y el control antidemocrático de las 
diferentes instituciones del Estado, causas que sumadas a la hiperinflación, son las que 
general el éxodo masivo de la población venezolana. (Alta Comisionada de las Naciones 
Unidas, 2019) 
Esta crisis se viene recrudeciendo con el desabastecimiento de alimentos, pues 1 de 
cada 3 personas tiene problemas para consumir alimentos y el 60% de la población ha tenido 
que recortar las porciones de comida, afectando el mínimo nutricional necesario para su 
supervivencia. (ONU, 2020). Asimismo, los medicamentos, sector que tuvo un 85% de 
desabastecimiento (El Mundo, 2019). Esto ha generado que bandas criminales y grupos 
armados controlen el poco acceso a estos elementos básicos y sumado a lo anterior, justifique 
el temor fundado de huir del Estado de Venezuela y ser considerado por la comunidad 
internacional como refugiados. 
Todas estas circunstancias han generado el desplazamiento de personas más grande en 
la reciente historia latinoamericana, llegando a 4 millones de desplazados (Acnur, 2019b). 
Muchos de los venezolanos cruzan a pie varios países de Sudamérica y en su mayoría 
recurren a rutas no autorizadas, lo que a veces pone en riesgo sus vidas (OIM, 2019c). 
Acnur (2019c) también ha considerado que la mayoría de las personas venezolanas 




reconocimiento igualmente está basado en el criterio establecido en la D. Cartagena, pues la 
crisis en el Estado de Venezuela conlleva a la amenaza de los DDHH de sus ciudadanos y 
perturba gravemente el orden público. 
Si analizamos la situación de la población venezolana y los pronunciamientos de los 
organismos internacionales expertos en el tema, a la luz de la definición de refugiados 
establecida en Colombia a través del Decreto 1067 del 2015, encontramos que dicha calidad 
la ostentan en el orden interno con base en las causales del artículo 2.2.3.1.1.1. del 
mencionado decreto, esto es:  
a) Que debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se 
encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, 
no quiera acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y 
hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde antes 
tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera 
regresar a él; 
b) Que se hubiera visto obligada a salir de su país porque su vida, seguridad o libertad 
han sido amenazadas por violencia generalizada, agresión extranjera, conflictos 
internos, violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan 
perturbado gravemente al orden público. 
c) Que haya razones fundadas para creer que estaría en peligro ser sometida a tortura 
u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en caso de que se procediera a 
la expulsión, devolución o extradición al país su nacionalidad o, en el caso que 
carezca de nacionalidad, al país de residencia habitual. (Min. Rel. Exteriores, 2015b) 
Con base en esta definición, las personas provenientes de Venezuela que hayan huido 




situación de violencia, violaciones masivas de DDHH y perturbaciones graves del orden 
público, deben ser tenidas como refugiadas en Colombia. Así lo ha reconocido la CIDH 
(2018) mediante Resolución 2/18, quien instó a los Estados americanos a reconocer el estatus 
de refugiados a los nacionales venezolanos con base en la D. Cartagena, además de su 
necesidad de requerir asistencia regional e internacional de acuerdo con la cooperación 
internacional, compartiendo responsabilidades en busca de la garantía de sus DDHH.   
Dichas causales hacen referencia a la definición de refugiados establecida en la 
Convención de 1951 y la D. Cartagena de 1984. Estas disposiciones se incorporaron en 
nuestro país a través de los Decretos 2840 de 2013 y 1067 de 2015 convirtiéndose en 
instrumentos de hard law en Colombia. 
 Acnur (2019c) ha indicado que, en contextos de flujos masivos de movilidad, el 
Estado tiene la posibilidad de otorgar el reconocimiento de la condición de refugiado a través 
de determinaciones grupales, de este modo hizo un llamado a los Estados para que tengan en 
cuenta los instrumentos regionales para elaborar esas respuestas grupales. Teniendo en cuenta 
la condición de refugiados de los nacionales venezolanos y la masiva migración que se ha 
generado a causa de la crisis en su Estado, se hace necesario un reconocimiento grupal o 
prima facie de su condición a todas las personas que ingresen o se encuentren en Colombia, 
esto con el fin de proteger sus DDHH y no exponerlos a situaciones de riesgo y 












Capítulo 2 Análisis Crítico de la Política Integral Migratoria en Colombia  
En la actualidad, la normativa colombiana y sus políticas migratorias otorgan un 
tratamiento a la población venezolana como migrantes, lo cual desconoce su estatus de 
refugiados e intensifica su condición de vulnerabilidad, amenazando la garantía de sus 
DDHH.  
 Conforme a lo anterior, en este capítulo analizaremos la Política Integral Migratoria 
desde las herramientas metodológicas establecidas por Roth Deubel, quien fundamenta la 
formulación, implementación y evaluación de las políticas públicas. Esto nos permitirá 
concluir y criticar el desconocimiento de la condición de refugiados por parte del Estado 
Colombiano a la población venezolana. Para ello, primero definiremos la problemática 
existente con la población venezolana desde el esquema analítico definido por Roth Deubel 
para formular una política pública. Una vez definida, procederemos a analizar de manera 
crítica la política pública existente en Colombia para corroborar si responde de manera 
adecuada a la problemática.  
En este sentido abordaremos la evolución de la Política Integral Migratoria, antes y 
después de la llegada masiva de los refugiados venezolanos, examinando el desarrollo de los 
Conpes. Para luego, estudiar la política de recepción y atención a los venezolanos que 
implementó Colombia y así confirmar la hipótesis de investigación relativa al tratamiento 
como migrantes que le está dando el Estado a los venezolanos desconociendo su calidad de 
refugiados.  
1. Identificación de la Problemática   
Roth Deubel (2002) estudia a fondo la disciplina conocida como el “análisis de las 
políticas públicas” para entender la acción pública del Estado; teniendo en cuenta los actores 
que intervienen en la definición, decisión e implementación de una política que busca tratar 




El autor propone un esquema analítico para definir el problema social y a partir de 
este resultado crear una política pública. Dicho esquema contiene los siguientes ítems que 
serán aplicados en la presente investigación: 
1. Su naturaleza: El problema consiste en un flujo masivo de ciudadanos venezolanos 
hacia Colombia, desde el año 2015. 
2. Sus causas: El flujo surge de la crisis económica, política y social en la que se 
encuentra actualmente el Estado de Venezuela, la cual ha generado violaciones 
masivas de DDHH y violencia generalizada que amenaza la vida de los ciudadanos y 
afecta el orden público. Este flujo de refugiados venezolanos se encuentra en 
condiciones de vulnerabilidad que se ven agravadas, debido a que la normatividad 
existente en el Estado receptor colombiano no reconoce su estatus de refugiados. 
3. La duración: El problema es duradero y se extiende en el tiempo debido a la gravedad 
de la crisis.   
4. La dinámica: El problema de los refugiados venezolanos evoluciona y se agudiza, tal 
como se demuestra en la Gráfica 1.  
Gráfica 1  




Nota. La gráfica representa la cifra de venezolanos en Colombia desde el año 2014 a julio de 2020. Tomado de 
Migración Colombia. (2020c) Venezolanos en Colombia corte a 30 de Julio de 2020 https://bit.ly/2TkH0OY   
5. Los afectados: Los directamente afectados son los venezolanos y venezolanas a 
quienes se les desconoce el estatus de refugiado por parte del Estado receptor 
(Colombia). 
6. Las consecuencias: Si no se les reconoce prima facie este estatus de refugio a las y los 
venezolanos, su condición de vulnerabilidad se verá agravada debido a que quedan 
expuestos a devoluciones o deportaciones masivas a su Estado de origen. Asimismo, 
no se garantizan plenamente sus derechos y Colombia como Estado receptor puede 
verse inmerso en el incumplimiento del principio de no devolución y diferentes 
instrumentos internacionales de DDHH, lo cual acarrearía responsabilidad 
internacional. 
De acuerdo con la problemática planteada, a continuación se analizará de manera 




las herramientas proporcionadas por Roth Deubel, con el fin de corroborar la hipótesis de 
investigación relacionada con el tratamiento como migrantes que Colombia les otorga a los 
refugiados venezolanos.    
2. Análisis de la Política Integral Migratoria en Colombia 
2.1. Evolución de la Política Migratoria  
Colombia en su contexto histórico migratorio se ha caracterizado por ser un país que 
en principio ha generado un éxodo de nacionales hacia el extranjero debido a situaciones 
sociales, económicas, políticas y de conflicto interno. Es así como el DANE ha señalado que 
hasta el 2005 había un promedio de 4.032.704 nacionales colombianos en el extranjero. 
(DANE, 2008) 
A raíz de este movimiento migratorio, en el 2009 Colombia implementó por primera 
vez una Política Integral Migratoria, plasmada en el Conpes 3603, donde se establecen 
parámetros y estrategias para actuar y atender las necesidades de la población migrante. Las 
directrices establecidas en este documento prevén herramientas para la atención de 
extranjeros en Colombia y connacionales en el extranjero, aunque, se hace énfasis en los 
últimos.  
El Conpes 3603 busca que el Estado se vincule con la situación migratoria del país e 
institucionalice las necesidades que este fenómeno requiere, es así, que establece 
lineamientos y oportunidades para: i) proteger y garantizar los derechos de los extranjeros 
residentes en Colombia y de aquellos colombianos en el exterior; ii) incentivar la formación 
académica y laboral de los colombianos en el extranjero y de los extranjeros en Colombia y 
iii) establecer y garantizar una migración regular. 
En general, el Conpes 3603 es el primer instrumento que crea directrices donde el 
Estado se compromete a actuar en defensa y protección de las personas involucradas en la 




efectivas unas condiciones óptimas. Sin embargo, estas condiciones no están dirigidas a toda 
la población migrante, ni menciona la protección de los refugiados o solicitantes de asilo. El 
Conpes solo establece facilidades para los colombianos en el extranjero con potencial 
migratorio en el ámbito laboral, así como también, convocatorias para la preselección de 
colombianos conforme a solicitudes de empresas extranjeras.  
Cuando se trata de extranjeros en el territorio nacional, la política está regulada de 
conformidad a los intereses del Estado colombiano, privilegiando a sectores con experiencia 
técnica, profesional o intelectual, que ofrezcan algún beneficio al país o incluso si aportan 
capital con el fin de invertir en empresas de interés para Colombia que generen actividades 
productivas, empleo, etc. (Min. Rel. Exteriores, 2004).  
Desde 2018, la política migratoria colombiana se transformó para adaptarse a las 
nuevas necesidades que surgieron a raíz de la crisis migratoria de Venezuela, por esta razón, 
se expide el Conpes 3950, evidenciando así, que Colombia, ahora, es un Estado receptor y de 
tránsito de los flujos migratorios mixtos. De acuerdo con Migración Colombia (2018), el total 
de venezolanos en el país para el 30 de junio de 2018 oscilaba en 870.093 personas. Este 
número de población refleja un flujo migratorio masivo, que conforme avanzan los años 
aumenta, es así como para el 29 de febrero de 2020 se estimaban más de 1.825.000 
venezolanos. (Migración Colombia, 2020a). 
En un inicio, la política integral migratoria del anterior Conpes 3603 se enmarcaba 
dentro de los principios de: i) coherencia o reciprocidad, de esta forma Colombia debía actuar 
de manera coherente en relación con las dinámicas de la comunidad internacional en los 
temas relacionados con la migración; ii) integralidad y largo plazo, la política migratoria 
colombiana debía adaptarse a la globalización y las transformaciones de los movimientos 
humanos; iii) concordancia, en todas las actividades y posturas del Estado colombiano frente 




plena observancia de las garantías individuales, reconocimiento como sujeto de derechos 
tanto a los colombianos en el extranjero como a los extranjeros en el país y; v) el principio de 
focalización, priorizar la asistencia a los connacionales y a los extranjeros que se encuentren 
en situación de vulnerabilidad. (CONPES, 2009) 
Para adaptarse a los nuevos fenómenos de movilidad humana, el Conpes 3950 
desarrolla en materia migratoria nuevos lineamientos para la recepción y atención de 
nacionales venezolanos. Los principios en los que se sostiene son diferentes a los 
desarrollados en el anterior Conpes, pues de manera sencilla indica que debe existir entre la 
nación y el territorio una corresponsabilidad, basada en los “principios generales de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad”, sin profundizar en estos lineamientos. 
(CONPES, 2018)  
En virtud de lo anterior, a través del Conpes 3950 el gobierno colombiano 
implementó estrategias para brindar atención a la población migrante, así como también, 
lineamientos para fortalecer las instituciones que están encargadas de atender a esta 
población. La política de atención desarrolla estrategias como: i) identificar las necesidades 
para ofertar derechos como la educación, vivienda, trabajo, salud y atención a la primera 
infancia y adolescencia; ii) fortalecimiento institucional para hacer efectivos los derechos 
mencionados; iii) garantizar un retorno a los connacionales obligados a salir del país por las 
diferentes circunstancias; iv) establecer frente a la migración venezolana temas sobre 
seguridad y conflictividad en el territorio. Así mismo, en esta política el gobierno hace 
referencia al estatus de refugiado, en relación con la población venezolana, sin embargo, solo 
se señala el número de personas solicitantes de la condición de refugiados, pero no ahonda en 
sus garantías.   
La Política Integral Migratoria colombiana contenida en los Conpes 3603 y 3950, de 




ya que hay una separación entre este y la sociedad, por lo tanto, las políticas públicas que se 
desarrollan y adoptan son producto de las decisiones políticas de altos funcionarios e 
instituciones que omiten las problemáticas sociales, políticas, económicas y culturales. 
Para esta investigación, el adecuado desarrollo y adopción de esta Política Integral 
Migratoria debe ser abordado bajo el enfoque teórico centrado en la sociedad. Contrario al 
anterior, el Estado se considera dependiente de la sociedad y sus decisiones en materia de 
políticas no se ven afectadas por las instituciones o sus agentes, lo cual garantiza una 
adecuada solución de las problemáticas sociales (Roth Deubel, 2002). 
Asimismo, Roth Deubel (2002) señala que los Estados deben tener en cuenta algunos 
instrumentos jurídicos de intervención para que las instituciones y el Estado resuelvan los 
problemas objeto de la política pública. Para el caso concreto de la Política Integral 
Migratoria, es necesario tener en cuenta los instrumentos de coordinación, los cuales señalan 
que debe existir articulación entre las diferentes políticas públicas. En este sentido, el Conpes 
3950 debería estar en armonía con el Conpes 3603 en cuanto a los principios de reciprocidad, 
integralidad y focalización, ya que resultan útiles para la adecuada implementación de la 
política de recepción y atención de venezolanos en el país. 
Por último, los Conpes cuentan con instrumentos de delegación a socios, los cuales 
señalan que las instituciones estatales podrán actuar en conjunto con las ONG u otras 
organizaciones para solucionar la problemática planteada en la política pública. Esto 
facilitaría fortalecer la protección y ampliar el margen de garantía de derechos al flujo masivo 
de refugiados venezolanos a través de la cooperación internacional y el trabajo cooperativo 




2.1.1. Análisis Crítico de los CONPES. De acuerdo con la problemática 
identificada al inicio del capítulo, conforme a los elementos señalados por Roth Deubel, se 
evidencia que la Política Integral Migratoria, contenida en los Conpes, no resuelve ni atiende 
la situación de la población venezolana. El Conpes 3950 excluye el tratamiento y protección 
de los venezolanos como refugiados y se centra únicamente en desarrollar y regularizar un 
flujo de migrantes. 
La Política Integral Migratoria colombiana, además, adopta políticas que favorecen a 
un sector de la movilidad humana, como se demostró en el acápite de evolución de la política 
migratoria. Esta situación ha sido abordada por Posada (2009) al referirse sobre las políticas 
públicas de migración, quien propone su teoría desde la categorización de personas deseadas 
y no deseadas para los Estados. Los refugiados hacen parte de esta última clasificación, por lo 
que se procura no desarrollar políticas públicas en su favor, en consecuencia, su situación de 
vulnerabilidad tiende a agravarse por encontrarse fuera del ámbito de protección del Estado, 
puesto que los refugiados no se encuentran amparados por esta política, desconociendo que la 
población venezolana posee dicho estatus.   
Siguiendo con el análisis, el Conpes 3950 desarrolla dos clases de políticas, una de 
recepción y otra de atención a la población venezolana. La primera busca la regularización de 
los refugiados por medio de documentos como el PEP y el RAMV, que les otorgan un estatus 
migratorio regular. La segunda se refiere al acceso a los derechos básicos por parte de la 
población venezolana al interior del Estado. Los contenidos de ambas políticas serán 
abordadas a continuación, analizando su pertinencia frente a la calidad de refugiados de los 
venezolanos. 
2.2. Política de Recepción a Venezolanos  
Debido al masivo flujo de nacionales venezolanos al territorio colombiano en los 




e implementar una serie de permisos especiales destinados a regular su acceso otorgándoles 
un estatus como migrantes. Estos permisos comprenden:  
● El Permiso Especial de Permanencia- PEP, 
● El Permiso Especial de Permanencia con base en el Registro Administrativo 
de Migrantes Venezolanos- PEP-RAMV  
● El Permiso Especial Complementario de Permanencia- PECP.  
● El Permiso por Protección Temporal - PPT, implementado por el Estatuto 
Temporal de Protección para Migrantes Venezolanos- ETPV (entra en 
vigencia a partir del 30 de mayo de 2021) 
2.2.1. PEP.  El Min. Rel. Exteriores creó el PEP mediante la Resolución 5797 del 
25 de julio de 2017. Su objetivo es permitir el ingreso de los migrantes venezolanos de 
manera ordenada y regular, en condiciones de seguridad y respeto, garantizando el orden 
interno y social del país. Este permiso se diseñó para aquellos que no tienen la intención de 
establecerse en el territorio colombiano. 
El PEP es otorgado a los migrantes que cumplan los siguientes requisitos:  
1. Encontrarse en el territorio colombiano a la fecha de publicación de la presente 
Resolución. 
2. Haber ingresado al territorio nacional por Puesto de Control Migratorio habilitado 
con pasaporte. 
3. No tener antecedentes judiciales a nivel nacional e internacional. 
4. No tener una medida de expulsión o deportación vigente (Min. Rel. Exteriores, 
2017a) 
La misma Resolución 5797 señala que el PEP sería otorgado por un término de 90 
días calendario, prorrogable por dos períodos iguales sin exceder el término de 2 años, 




en el país, incluidas aquellas que se desarrollen en virtud de una vinculación o de contrato 
laboral (…)” (Min. Rel. Exteriores, 2017b) Además, este permiso será expedido por 
Migración Colombia, previo cumplimiento de los requisitos y no será considerado como un 
pasaporte o un documento de viaje para entrar y salir del país (Min. Rel. Exteriores, 2017c) 
Posteriormente, el 28 de julio del 2017, Migración Colombia, mediante la Resolución 
1272, estableció el procedimiento para la expedición de dicho documento, el cual se iba a 
otorgar desde el 3 de agosto de 2017 hasta el 31 de octubre de 2017 a los nacionales 
venezolanos que se “encontraran en el territorio colombiano a la fecha 28 de julio de 2017” 
(Migración Colombia, 2017). 
A partir de la expedición de este permiso, tanto el Min. Rel. Exteriores como 
Migración Colombia han establecido nuevos términos para que los venezolanos accedan al 
PEP (Ver tabla 1 para mayor orientación). Así pues, la Resolución 0740 del 5 de febrero de 
2018, estableció que podían acceder al permiso quienes estuvieran en el territorio colombiano 
a fecha 2 de febrero de 2018 y tenían 4 meses para solicitarlo una vez se publicará la 
Resolución, es decir, desde el 5 de febrero hasta el 5 de junio de 2018.  
Sin embargo, esta no fue la única ampliación del término, pues el 18 de diciembre de 
2018 el Min. Rel. Exteriores expidió la Resolución 10677, señalando que quienes cumplieran 
con los requisitos establecidos en la Resolución 5797 de 2017 y se encontraran en el territorio 
colombiano a fecha 17 de diciembre de 2018, podrían acceder al PEP y el término para 
solicitarlo se estableció en la Resolución 3317 del 19 de diciembre de 2018 de Migración 
Colombia, indicando que era posible hacerlo a partir del 27 de diciembre de 2018 hasta el 27 
de abril de 2019. 
Los términos no solo se ampliaron, sino que también se permitió la renovación de 
aquellos permisos que fueron otorgados entre el 3 de agosto y 31 de octubre de 2017, debido 




renovación fue del 4 junio al 30 de octubre de 2019 y el término por el cual se otorgó la 
renovación del permiso fue de dos años, contado a partir de su fecha de vencimiento, así 
como se estableció en la Resolución 1567 de 2019 de Migración Colombia. 
En la actualidad, la última fecha que amplió el término para acceder al PEP se 
estableció e implementó mediante las Resoluciones de Migración Colombia 0240 del 23 
enero de 2020 del Min. Rel. Exteriores y la 0238 del 27 de enero del mismo año. El nuevo 
plazo señaló que quienes sean “nacionales venezolanos y cumplan los requisitos establecidos 
en el artículo 1 de la resolución 5797 de 2017 y se encuentren en territorio colombiano a 
fecha 29 de noviembre de 2019 pueden acceder a solicitar el PEP, entre el 29 enero y 29 
mayo de 2020” (Migración Colombia, 2020d). 
Por último, la Resolución 2540 del 21 de mayo de 2019 señala que era necesario 
implementar el otorgamiento del PEP a los miembros de las Fuerzas Armadas y Policiales de 
Venezuela, que ingresaron al territorio colombiano a causa de las circunstancias que vive el 
país, por este motivo el Min. Rel. Exteriores (2019a) estableció que podían acceder a este 
permiso, quienes estuvieran en territorio colombiano a fecha 13 de mayo de 2019 y el trámite 
de solicitud se debía realizar entre el 24 de mayo y el 22 de julio del 2019 conforme a la 
Resolución 1465 del 21 de mayo del mismo año de Migración Colombia.  
Cuadro 1:  
PEP 
Normatividad Nombre Fecha Inicio 
Otorgamiento 




5797 del 25 de 
julio de 2017 
“Por medio del 
cual se crea un 
PEP” 
25 de julio de 
2017 
22 de octubre 
de 2017 
Prorrogable por 




días sin exceder 
2 años- 
Resolución 
1272 del 28 de 
julio de 2017 
Implementación 
del PEP creado 
en Resolución 
5797 de 2017. 
3 de agosto de 
2017 
31 octubre de 
2017 
Prorrogable por 
periodos de 90 
días sin exceder 




0740 de 5 de 
febrero de 2018. 
Se establece 
nuevo término 
para acceder al 
PEP. 
5 de febrero de 
2018 
5 de junio del 
año 2018 
Para quienes se 
encuentren en 
territorio 
nacional desde el 
2 de febrero de 
2018. 
Resolución 





para acceder al 
PEP. 
18 de diciembre 
de 2018 
18 de abril de 
2018. 
Para quienes se 
encuentren en 
territorio 
nacional desde el 
17 de diciembre 
de 2018. 
Resolución 





para PEP de la 
Resolución 
10677. 
27 de diciembre 
de 2018 






2540 de 21 de 
mayo de 2019. 
Expedición de 




24 de mayo de 
2019 
22 de julio de 
2019 
Para quienes se 
encuentren en 
territorio 




13 de mayo de 
2019. 
Resolución 
1567 de 30 de 
mayo de 2019 
Renovación del 
PEP creado por 
la resolución 
5797. 
04 de junio de 
2019 
30 de octubre 
de 2019 
Se renovará el 
PEP otorgado 
entre el 3 de 
agosto de 2017 y 
el 31 de octubre 
de 2017, por un 
término de dos 
años 
Resolución 
0240 de 23 de 




23 de enero de 
2020 
23 de mayo de 
2020. 
Para quienes se 
encuentren en 
territorio 
nacional desde el 
29 de noviembre 
del 2019. 
Resolución 
0238 de 27 de 
enero de 2020. 
Implementación 
de nuevo término 
del PEP de 
acuerdo con 
Resolución 0240. 
29 de enero de 
2020 
29 de mayo de 
2020 
Para quienes se 
encuentren en 
territorio 
nacional desde el 





Nota: La tabla representa el orden cronológico de la expedición y otorgamiento del PEP. 
De lo anterior, se puede inferir que el PEP es un permiso que constantemente es 
modificado en sus plazos para que los venezolanos puedan acceder al mismo. Con cada 
nueva resolución proferida, se les exige que acrediten que a la fecha de su expedición se 




para los venezolanos, la cual no es coherente con la realidad, pues según Migración Colombia 
diariamente al país ingresan cerca de 200 personas venezolanas, en condición irregular 
(Migración Colombia, 2020b), quiénes quedarían excluidas de la solicitud del PEP por el solo 
hecho de no haber coincido su ingreso o permanencia con el día que se expidió algunas de las 
tantas resoluciones que creaban un nuevo término de acceso para el PEP.  
Igualmente, otra problemática presentada con los términos para solicitar la expedición 
de este permiso es que son muy limitados. Por ejemplo, si una familia venezolana ingresó a 
territorio colombiano el 17 de diciembre de 2018, su ingreso por fortuna coincidió con la 
expedición de la Resolución 10677, lo cual significa que en principio podrían acceder al PEP 
por cumplir con el primer requisito; sin embargo, tienen un lapso de 4 meses a partir del 27 
de diciembre de 2018 hasta el 27 de abril de 2019 para solicitarlo. Vencido este término, ya 
no podrán acceder al mismo y quedarían bajo un estatus migratorio irregular hasta la 
expedición de una nueva Resolución que les permita acceder al permiso especial.  
Esta condición exigida también es impráctica y poco accesible para la población 
venezolana, teniendo en cuenta que una persona en calidad de migrante desconoce por 
completo la normatividad del país al que ingresa, y aún más, si es una persona refugiada cuya 
principal preocupación es salvaguardar su vida e integridad. Asumir que los refugiados 
venezolanos deben estar al tanto de cada uno de estos plazos, expediciones y nuevas 
regulaciones que se les impone para acceder a un permiso, que regulariza su estatus como 
migrantes, no es solo desproporcionado, sino desconsiderado con su situación, lo cual en 
últimas desincentiva la adopción de este PEP, que en cifras registradas por el Decreto 216 del 
1 de marzo de 2021 solo tiene vigente el 41,6% del total de la población, que corresponde a 
720.113 venezolanos.  
Por otra parte, para obtener el PEP se exige como requisito haber ingresado por 




vulnerabilidad que posee la gran mayoría de la población venezolana. Bajo su condición de 
refugiados, muchas personas huyen de Venezuela sin pensar en obtener primero un pasaporte 
para ingresar a Colombia. El peligro y la extrema pobreza en la que se encuentran los 
refugiados venezolanos los obliga a huir por básicas cuestiones de supervivencia. En este 
sentido, exigir un pasaporte para su ingreso es un requisito que gran parte de la población no 
va a poder cumplir. Lo que sí incentiva esta disposición, es un aumento de migración de 
carácter irregular, ya que, al no cumplir con esta exigencia, los venezolanos se ven obligados 
a atravesar trochas o pasos fronterizos no autorizados. Así, quedan expuestos a la merced de 
redes de trata de personas, coyotes, grupos ilegales y delincuenciales que controlan el 
territorio y se aprovechan de su situación de vulnerabilidad.  
2.2.2. PEP-RAMV. Sobre el segundo permiso, el departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República, el 21 de marzo de 2018 expidió el Decreto 542, por medio de 
este se creó el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos- RAMV únicamente con 
fines informativos para la adecuada formulación de la política de atención integral 
humanitaria, sin otorgar algún tipo de estatus migratorio, autorización o regulación.  
Con ocasión a la creación del RAMV, el Min. Rel. Exteriores reglamentó el PEP-
RAMV mediante la resolución 6370 del 1 de agosto de 2018. Este permiso se otorgó a los 
nacionales venezolanos inscritos en el RAMV, permitiendo así la estancia regular y temporal 
en Colombia, con el beneficio de acceder a servicios de educación, salud y trabajo, 
incluyendo a los NNA, además de estar autorizado para desarrollar actividades legales dentro 
del país. Para acceder a este, se deben cumplir con los siguientes requisitos  
1. Encontrarse en el territorio colombiano a la fecha de publicación de la presente 
resolución.  





3. No tener una medida de expulsión o deportación vigente. (Min. Relaciones, 2018). 
Pese al cumplimiento de estos requisitos, llama la atención que en el parágrafo 2 del 
mismo artículo dispone: “el cumplimiento de los requisitos no garantiza la expedición del 
Permiso Especial de Permanencia (PEP); en todo caso, su otorgamiento será facultad 
discrecional y potestativa de la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia” (Min. 
Relaciones, 2018). 
El permiso estuvo disponible para su solicitud entre el día 2 de agosto de 2018 hasta 
el 2 de diciembre del mismo año, conforme a la resolución 2033 del 2 de agosto de 2018 de 
Migración Colombia. Sin embargo, este término fue ampliado por las resoluciones 10064 y 
3107 del 3 de diciembre de 2018, el nuevo término para solicitar el PEP-RAMV fue del 3 
hasta el 21 de diciembre de 2018. Igualmente, se estableció que el PEP-RAMV se otorgaría 
por un término de 90 días calendario prorrogable de manera automática por períodos iguales, 
sin exceder un término de 2 años. (Ver tabla 2 para mayor orientación). 
En la actualidad, se implementó un procedimiento para renovar el PEP-RAMV, de 
aquellos a quienes se les otorgó entre el 1 de agosto y 21 de diciembre de 2018. La 
Resolución 1537 del 3 de julio de 2020 de Migración Colombia, señaló que este podía ser 
solicitado a partir del día 6 de julio de 2020 y hasta un día antes del vencimiento del PEP por 
los titulares, siendo estos los ciudadanos venezolanos que se encontraban inscritos en el 
RAMV. Este permiso será otorgado por un término de dos años contados a partir de la fecha 
de vencimiento del permiso inicial. 
Los ciudadanos venezolanos inscritos en el RAMV con posterioridad al 21 de 
diciembre de 2018 también tuvieron la posibilidad de acceder a este permiso especial y a la 






Normatividad Nombre Fecha Inicio 
Otorgamiento 




6370 del 1 de 
agosto de 2018 
Reglamentación 
del PEP creado 
por la resolución 




inscritas en el 
RAMV 
1 de agosto de 
2018 
1 de diciembre 
de 2018 
No se exige 
ningún tipo de 
documento para 
el acceso a este 
permiso 
Resolución 
2033 del 2 de 
agosto de 2018 
Se implementa la 
expedición del 
PEP, creado por 
la resolución 
5797 de 2017, de 
conformidad con 
la resolución 
6370 del 1 de 
agosto de 2018 
2 de agosto de 
2018 
2 de diciembre 
de 2018 
El PEP otorgado 
a los 
venezolanos 
registrados en el 
RAMV, será por 
90 días 
calendario, a 
partir de la fecha 
de expedición y 
prorrogable de 
manera 
automática por 2 
años 
Resoluciones 




parágrafo 1 del 
artículo 1 de la 
Resolución 6370. 






fecha final de 
vigencia de la 
Resolución 6370 











para que las 
personas inscritas 
en el RAMV 
puedan acceder 
al PEP-RAMV 





Aplica solo para 
personas 
inscritas en el 
RAMV. 
Resolución 
1537 del 3 de 
julio de 2020 
Renovación del 
PEP creado con 
la resolución 
5797 de 2017 y 
solicitado entre 
el 1 de agosto de 
2018 y el 21 de 
diciembre de 
2018. 
6 de julio de 
2010 




-El PEP se 
renovará por un 






en el RAMV y 
que se les otorgó 
el PEP, con 
posterioridad al 
21 de diciembre 
de 2018 
Nota: La tabla representa el orden cronológico de la expedición y otorgamiento del PEP-RAMV 
Nuevamente se evidencia con este permiso una inviabilidad en su acceso debido a la 
misma dinámica de los términos que maneja el PEP. Pese a que introduce un cambio que 
facilita su acceso, al no exigir un pasaporte o encontrarse en condición de regularidad, como 
se señaló, el parágrafo 2 de la citada resolución establece una discrecionalidad para su 
otorgamiento. Esto significa que, en últimas, el otorgamiento de estos permisos no depende 
del cumplimiento de los requisitos, sino de la discrecionalidad de la administración.  
La Corte IDH (2010) ha establecido en su jurisprudencia que son arbitrarias las 
decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar DDHH y no se encuentren 




por parte de Migración Colombia es una decisión que debe tener una fundamentación 
razonada y no atender a criterios de mera liberalidad, pues están en juego los DDHH de 
personas refugiadas que no pueden ser devueltas a su Estado de origen, tras quedar en 
situación irregular por el rechazo arbitrario de su permanencia en Estado colombiano.  
2.2.3. PECP. En aras de cumplir con las obligaciones internacionales, el Estado 
colombiano, mediante el Min. Rel. Exteriores creó el denominado PECP, mediante la 
Resolución 3548 del 3 de julio de 2019, el cual permite acceder a un permiso especial a la 
población venezolana que cumpla con los siguientes requisitos: 
1. Que se haya realizado la solicitud de reconocimiento de la condición de refugiado 
entre el 19 de agosto de 2015 y el 31 de diciembre de 2018. 
2. Que su solicitud haya sido rechazada dentro de lo contemplado en el Decreto 1067 de 
2015. 
3. Inexistencia de antecedentes a nivel nacional e internacional. 
4. Carecer de órdenes de expulsión o deportación. 
5. Encontrarse en Colombia a la fecha de la expedición de la resolución 3548 del 3 de 
julio de 2019. 
6. No contar con visa colombiana, ni estar en proceso para su expedición. 
7. No contar con permisos especiales, ni estar en proceso de expedición. 
Este permiso tendrá vigencia por 90 días calendario, prorrogables por un periodo de 
tiempo igual, sin exceder dos años. Además, los titulares de este permiso especial pueden 
realizar actividades legales en Colombia, como aquellas que se enmarcan en un contrato 
laboral (Min. Rel. Exteriores, 2019b)  
En este sentido, las personas naturales y jurídicas que admitan o vinculen a un 
nacional venezolano que es titular del PECP, están obligadas a reportar ante la autoridad 




ingresada en el Sistema de Información de Registro de Extranjeros (SIRE), tal como se 
estableció en el artículo cuarto de la Resolución 3548 de 2019. 
A pesar de lo anterior, la Resolución 3548 estableció en el parágrafo tercero de su 
artículo 1, que la expedición del PECP será facultad discrecional y potestativa de Migración 
Colombia, indicando además que aunque se cumplan con los requisitos que señala dicha 
resolución, no se garantiza el otorgamiento del permiso. 
Así como el PEP, este permiso especial complementario tampoco hace las veces de un 
pasaporte y no es válido como documento de viaje, por esta razón, debe presentarse ante las 
autoridades con el pasaporte o documento que señale la identidad del nacional venezolano 
para poder identificarse en Colombia. (Min. Rel. Exteriores, 2019c).  
Del PECP se desprende la misma dinámica que ha manejado el Gobierno colombiano 
con los anteriores permisos especiales.  
2.2.4. ETPV.  En febrero de 2021, el Gobierno Nacional se pronunció para anunciar 
la expedición del Estatuto Temporal de protección para migrantes venezolanos (ETPV), con 
el objetivo de recolectar y actualizar la información necesaria para el diseño de las políticas 
públicas destinadas a la población venezolana, además, otorgar beneficios para aquellos que 
cumplan con las condiciones que establece el artículo 4 del Decreto 216 de 2021:  
1. Encontrarse en Colombia como titular de un Permiso de Ingreso y Permanencia, 
Permiso Temporal de Permanencia o un PEP vigente, incluido el PEPFF. 
2. Estar dentro del territorio colombiano como titular de un Salvoconducto SC-2, 
es decir, dentro de un trámite de solicitud de reconocimiento de la condición de 
refugiado. 




4. Ingresar a Colombia de manera regular mediante un Puesto de Control 
Migratorio legalmente habilitado, cumpliendo con las normas migratorias, durante los 
primeros 2 años de vigencia del Estatuto.  
El mencionado Decreto, por el cual se adopta el ETPV, está compuesto de un Registro 
Único de Migrantes Venezolanos (RUMV) y el Permiso por Protección Temporal (PPT). Para 
ser incluido en el registro, debe cumplir con las condiciones descritas en el artículo 8 del 
Decreto 216: 
1. Tener alguna de las condiciones del artículo 4 del Estatuto. 
2. Encontrase en Colombia. 
3. Presentar documento de identificación, ya sea vigente o vencido. 
4. Declarar de manera expresa la intención de permanecer temporalmente en el 
país, de acuerdo con lo que establezca Migración Colombia. 
5. Autorizar la recolección de datos. 
El PPT, de acuerdo con el artículo 11 del Decreto 216, es un documento de 
identificación y un mecanismo de regularización migratoria que le permite a los venezolanos 
permanecer en el territorio nacional de manera regular y ejercer, mientras esté vigente, 
cualquier actividad u ocupación legal en el país (Min. Rel. Exteriores, 2021a). Los requisitos 
para que este permiso sea otorgado, se encuentran contemplados en el artículo 12 del mismo 
Decreto. Nuevamente, se observa que el parágrafo 2 del anterior artículo indica que aunque se 
cumpla con la totalidad de requisitos establecidos para obtener el PPT, no se garantiza el 
otorgamiento de este, pues como en los anteriores permisos especiales, prevalece la facultad 
discrecional y potestativa del Estado colombiano mediante Migración Colombia (Min. Rel. 
Exteriores, 2021b). 
La vigencia del ETPV y el PPT será de 10 años de acuerdo con el artículo 2 y 14 del 




contar con ningún permiso que haya sido otorgado por Migración Colombia o alguna visa 
expedida por Min. Rel. Exteriores. En caso de que se presente concurrencia entre permisos o 
el salvoconducto de permanencia (SC-2), se cancelará cualquier permiso que sea diferente al 
PPT. 
El Decreto 216 también estableció una fecha en la cual el ciudadano venezolano debe 
encontrarse en el territorio nacional si quiere hacer parte del ETPV, hasta el 31 enero de 2021. 
Este límite temporal, también atenta contra las garantías que deben gozar los ciudadanos 
venezolanos.  
2.2.5. Análisis Crítico de la Política de Recepción. La política de recepción 
implementada por Colombia, en lugar de simplificar la permanencia de los venezolanos en 
territorio colombiano, lo que hace es complejizarla, pues de todos los permisos expuestos se 
puede concluir que comparten similitud en los requisitos y simplemente se les cambia su 
denominación. En definitiva, estos permisos no reconocen su condición de refugiados y 
mucho menos garantizan el principio de no devolución a Venezuela, al contrario; la exigencia 
de requisitos como pasaportes, permanencias que deben coincidir con las expediciones de las 
Resoluciones y las reiteradas renovaciones que deben hacer de sus permisos, crean una 
situación ideal para que su estatus se torne irregular y, en consecuencia, no puedan acceder a 
los derechos básicos al interior del Estado y sean devueltos a Venezuela. De acuerdo con 
cifras de Migración Colombia en el 2020 se deportaron y expulsaron a 600 venezolanos 
(Migración Colombia, 2020b).  
La excesiva reglamentación que se deriva de estos permisos no es clara ni sencilla en 
términos de accesibilidad, pues se crean diversos procedimientos para regular una misma 
situación y límites temporales que provoca confusión para los migrantes y refugiados 




venezolana se le debe garantizar en todo momento la accesibilidad, sin importar la fecha de 
ingreso al Estado receptor. 
Igualmente, como se expuso, una de las consecuencias que conlleva que los 
venezolanos se encuentren en una situación irregular es que pueden ser objeto de 
deportaciones y expulsiones masivas. Al ser tratados como migrantes no se les garantiza el 
principio de no devolución que gozan como refugiados. Así por ejemplo, en el año 2020, la 
Clínica Jurídica para Migrantes de la Universidad de Los Andes denunció la expulsión 
colectiva de 58 ciudadanos venezolanos, a quienes ni siquiera se les garantizó un debido 
proceso (DW, 2020). Todo esto bajo el argumento estatal de que habían participado en las 
protestas sociales del 21 de noviembre, cuando en realidad ni siquiera existía evidencia de 
que estas personas hubieran puesto en peligro la seguridad nacional.  
Esta política cumple con las características de la securitización (Ramírez, 2018) donde 
se omite un enfoque en DDHH privilegiando el control por parte de los Estados 
fundamentado en la seguridad nacional, lo cual incentiva la xenofobia, el racismo y la 
aporofobia. Esto justifica las deportaciones, expulsiones del territorio, judicialización de la 
migración, cierres de fronteras y circunstancias que afectan gravemente los derechos de las 
personas en condición de refugiadas o migrantes. 
 A pesar de la creación del ETPV y de las intenciones del Estado colombiano por 
mitigar la crisis que ha traspasado fronteras, sigue manejando el mismo discurso excluyente y 
de securitización que se evidenció con los anteriores permisos, ya que el estatuto y sus 
componentes como el RUMV y el PPT, establecen para su acceso los mismos formalismos 
que los permisos especiales, estos son: encontrarse en el territorio nacional en una fecha 
determinada y la presentación de documentos. Así mismo, este permiso tiene un carácter 




los mecanismo de recepción o protección que requieren las personas en condición de 
vulnerabilidad. 
Sumado a lo anterior y agravando la situación de los refugiados venezolanos, el 
Decreto 216 busca desestimular el ingreso irregular al Estado colombiano, brindando 
únicamente facilidades para aquellas personas que hayan podido ingresar acreditando 
documentos necesarios en los puestos migratorios. Lo anterior, es contrario a lo que el propio 
ETPV busca, pues otorgar facilidades solamente a la población regular incrementa el flujo 
migratorio irregular por pasos fronterizos no autorizados, debido a que persisten las causas 
que obligan al éxodo venezolano.  
El Decreto 216 del 2021, establece dos vías para impedir el acceso a la calidad de 
refugiado, una voluntaria y otra obligatoria. Sobre la primera, el artículo 17 que modifica el 
artículo 2.2.3.1.4.1 del Decreto 1067 de 2015, modificado por el artículo 2 del Decreto 1016 
de 2020, señala en el parágrafo transitorio que cuando exista un procedimiento de solicitud de 
la condición de refugiado por parte de un nacional venezolano este podrá, sin afectar su 
condición de solicitante o su procedimiento, optar por el PPT. Cuando este permiso ya sea 
autorizado, el solicitante venezolano puede optar por continuar con el trámite de solicitud de 
refugio o por dicho permiso. En caso de desistir del primero, debe manifestarlo de manera 
expresa y por escrito ante Min. Rel. Exteriores. Si Migración Colombia no autoriza el PPT, el 
solicitante de refugio continuará el procedimiento ante Min. Rel. Exteriores, siendo titular del 
Salvoconducto SC-2. (Min. Rel. Exteriores, 2021c). 
Sobre el segundo, es decir, la vía obligatoria, esta se encuentra plasmada en el artículo 
20 del mismo Decreto, ya que el numeral 2 indica que, los venezolanos que se encuentren en 
el RUMV y que pudiendo acceder al PPT no lo hicieron dentro del término que se estableció, 
serán objeto de sanciones administrativas migratorias. Esto quiere decir que, aunque el 




refugio o por el PPT, por el contrario el artículo 20 indica que teniendo la posibilidad de 
acceder al PPT y no lo hiciere, el nacional venezolano será objeto de sanciones 
administrativas, lo que obliga a esta población a solicitar el PPT y a abandonar su solicitud de 
refugio para evitar ser sancionado en un futuro por las autoridades migratorias del país. Estas 
disposiciones también son muestra de una contradicción entre el mismo contenido del ETPV 
y las formas en que los venezolanos pueden acceder a un determinado estatus en el territorio 
colombiano. 
Por lo anterior, es claro que el gobierno colombiano en ningún momento ha tenido la 
intención de que los venezolanos accedan a la condición de refugio, por el contrario, lo que se 
busca es desvanecer las condiciones o razones por las cuales los refugiados venezolanos han 
abandonado su país al querer otorgarles una protección como migrantes a través del PPT, 
pues existen impedimentos para que esta población acceda al mínimo de garantías que se les 
debe otorgar y que únicamente el estatus de refugiado brinda, como lo es el principio de no 
devolución y la unidad familiar. 
Analizada la política de recepción para la población venezolana ha quedado 
demostrado el estatus como migrantes que les otorga el Gobierno colombiano y la política 
estatal de desincentivar el reconocimiento de refugiados a estas personas. A continuación se 
analizará la política de atención implementada por Colombia en relación con los derechos 
garantizados y reconocidos a esta población.  
2.3. Política de Atención a Venezolanos 
La Constitución Política de Colombia de 1991 reconoce la aplicación del principio de 
igualdad y no discriminación que debe existir en el trato dirigido a personas que se 
encuentran inmersas en la movilidad humana, pues su artículo 100 expresa que los 




embargo, cuando hay temas de orden público, la ley puede condicionar o negar dichos 
derechos a los extranjeros. 
En razón a ello, en este acápite queremos señalar la forma en que se desarrolla el 
acceso a algunos de los derechos básicos que requieren los venezolanos, que en teoría, 
deberían garantizarse en igualdad de condiciones como a los ciudadanos colombianos, pero 
en la realidad existen requisitos que limitan su ejercicio a esta población en condición 
irregular. Por el contrario, si se parte de un estatus de refugiado prima facie, el acceso a estos 
derechos se tornaría más eficaz, garantista y pleno, eliminando los límites formales que 
agravan la situación de vulnerabilidad de la población venezolana. 
2.3.1. Derecho a la Educación. La Constitución Política de Colombia (1991) señala 
en el artículo 67 inciso 4 que “la educación será gratuita en las instituciones del Estado” 
adicional a esto, la Ley 115 de 1994 desarrolla la norma constitucional y menciona que la 
educación es un servicio prestado por el Estado y es un derecho de la persona. En este 
sentido, la normatividad no señala una restricción o diferenciación del derecho a la educación 
para personas extranjeras. 
Por otro lado, el Decreto 1067 de 2015 artículo 2.2.1.11.5.2 establece los requisitos 
para acceder al derecho a la educación por parte de los extranjeros, a quienes se les solicitará 
visa que permita la realización de sus estudios. Es por esto, que a las instituciones prestadoras 
del servicio de educación se les asigna la carga de exigir dicha documentación y de informar 
a Migración Colombia el inicio o finalización de los estudios por parte del extranjero. En 
caso de no informarlo, se incurrirá en sanciones establecidas en el artículo 2.2.1.13.1 del 
mencionado decreto. (Min. Rel. Exteriores, 2015c)  
La Corte Constitucional analizando un caso relacionado con ciudadanos venezolanos, 
en Sentencia T-250 de 2017, confirma que la solicitud de documentación para garantizar el 




finalidad que tiene la política migratoria del Estado que busca controlar el ingreso de 
extranjeros al territorio, y el segundo, radica en la necesidad de las instituciones educativas de 
expedir los certificados de estudios correspondientes a los avances académicos de los 
extranjeros, motivo por el cual, la documentación requerida tiene como objetivo identificar a 
las personas.   
No obstante, en el año 2018, el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de 
Educación, emitió la circular conjunta número 16 (Min. Educación, 2018), donde señala que 
debido al flujo creciente de migrantes a causa de la crisis que afronta el Estado de Venezuela 
y en busca de garantizar el derecho fundamental a la educación, los establecimientos de 
educación podrán matricular a los NNA venezolanos sin la exigencia de los documentos 
señalados anteriormente, y sin incurrir en faltas que ameriten un proceso sancionatorio. 
Asimismo, esta circular conjunta indica que los NNA venezolanos indocumentados o 
sin un estatus migratorio regular, podrán acceder a la educación a través del registro en el 
Sistema Integrado de Matriculas (SIMAT) con el NES que es un número establecido por la 
secretaría de educación para aquellos NNA que no cuentan con un PEP o un visado.  
2.3.2. Derecho a la Salud. Por regla general, de acuerdo con el Ministerio de Salud 
y Protección Social (Min. Salud, 2020e) los extranjeros al momento de ingresar al país deben 
tener una póliza para cubrir cualquier vicisitud en cuestiones de salud, sin embargo, si dicha 
póliza no se adquirió y los extranjeros no tienen capacidad de pago, las Leyes 100 de 1993, 
715 de 2001 y la Ley 1751 de 2015 prevén su atención únicamente para situaciones de 
emergencia. Así mismo, esta entidad señaló, que para acceder a los servicios del SGSSS se 
deberá tener en cuenta los siguientes documentos: 
-    Cédula de ciudadanía para mayores de 18 años. 
-    Certificado nacido vivo para menores de 3 meses. 




-    Tarjeta de identidad para mayores de 7 años y menores de 18. 
-    Pasaporte para menores de 7 años. 
-    PEP cuando aplique el caso. 
-    Para afiliación de núcleo familiar los documentos que acrediten el parentesco. 
El Decreto 780 de 2016 establece que el acceso o la afiliación al SGSSS para 
extranjeros, requiere de cédula de extranjería, pasaporte, carné diplomático o salvoconducto 
de permanencia regulado en el Decreto 1067 de 2015 artículo 2.2.1.11.2.5 (Min. Rel. 
Exteriores, 2015c) y modificado por el artículo 2 del Decreto 1325 de 2016, el cual 
únicamente es otorgado para aquellos extranjeros que no requieren visa e ingresan al 
territorio por corto tiempo sin ánimo de permanecer en él indefinidamente. 
El artículo 2.1.10.4.1 del Decreto 780 de 2016 hace notar que los extranjeros en 
condición de regularidad pueden afiliarse al SGSSS como dependientes donde su empleador 
es quien contribuye o en caso de tener las condiciones para aportar, lo harán como 
independientes. En caso de no contar con los recursos necesarios para aportar al sistema, 
podrán afiliarse al régimen subsidiado una vez apliquen la encuesta del SISBEN y cumplan 
con los requisitos, uno de ellos es contar con el PEP. 
Los migrantes en condiciones de irregularidad cuentan únicamente con una atención 
inicial de urgencias y son beneficiarios de planes en materia de salud pública que desarrollan 
los municipios y departamentos de Colombia de acuerdo con el Plan de respuesta del Sector 
Salud al Fenómeno Migratorio (Min. Salud, 2018) 
La Corte Constitucional en Sentencia T-025 de 2019 reitero que el derecho a la salud 
debe ser garantizado a los extranjeros que no residen en Colombia teniendo en cuenta que: 
1. Se les debe garantizar la atención de urgencias como mínimo, cuando no cuenten con 




2. Las entidades que prestan el servicio de salud no podrán negarse a prestar el servicio 
de urgencias a los extranjeros que no estén afiliados en el SGSSS o que se encuentren en 
condiciones de irregularidad. 
3. Las entidades territoriales deberán asumir los costos del servicio médico de los 
extranjeros que no cuentan con seguro médico ni con recursos económicos. 
Actualmente, debido a la emergencia sanitaria producto del Covid-19, el Gobierno 
colombiano adoptó medidas en torno a la preocupación generada por la misma. El Ministerio 
de Salud y Protección Social (2020a) emitió una serie de recomendaciones que debían acatar 
tanto los migrantes como las entidades estatales con el fin de evitar el contagio del virus 
Covid-19. Mediante estas recomendaciones se pretendió lograr aislamiento social, para 
prevenir y tratar de manera oportuna el virus, conforme a los protocolos establecidos para 
supervisar la salud de esta población. 
Entre las medidas promulgadas por el Gobierno colombiano, se encuentran: i) uso de 
los elementos de bioseguridad, mantener el distanciamiento social y lavado frecuente de 
manos; ii) fortalecer la vigilancia en la salud pública e implementar controles para asistencia 
requerida por parte de la población migrante; iii) fomentar el acceso a la información sobre el 
Covid-19; iv) establecer rutas de atención independientemente del estatus migratorio; v) 
coordinación en materia de alojamiento y albergues con las respectivas medidas y protocolos 
para la prevención del Covid-19, entre otros. (Min. Salud, 2020b) 
En este sentido, el Ministerio de Salud y Protección Social (2020b) indicó que la 
población en condición de vulnerabilidad, como lo es la población irregular, debe cumplir en 
lo posible todas las medidas de prevención y en caso de requerir asistencia médica, por 
presentar signos o síntomas del virus Covid-19, las instituciones pertenecientes al sector 




Sin embargo, aunque el Estado colombiano ha emitido lineamientos y protocolos para 
prevenir y atender los casos relacionados con el virus Covid-19 respecto a la población 
venezolana, de acuerdo con el reporte situacional del Observatorio Venezolano de Migración 
(2020), se logró determinar que las medidas adoptadas por los gobiernos de los países 
receptores no eran incluyentes según la percepción de la población migrante. 
Para afrontar la emergencia sanitaria, en abril de 2020, Colombia solicitó a la 
comunidad internacional aumentar los recursos para atender a los migrantes venezolanos, en 
el marco de la emergencia sanitaria, ya que la atención a esta población ha sido una de las 
estrategias para lograr detener la propagación del virus en el país (Min. Salud, 2020c). El 9 de 
julio de 2020, se anunció que la Agencia de Cooperación Internacional de Corea (KOICA) 
ofreció 5 millones de dólares destinados a la ciudad de Bogotá para asistir la emergencia y 
fortalecer la institucionalidad, con el fin de detectar y manejar los casos sospechosos y 
detectados del virus Covid-19 (Min. Salud, 2020d). 
2.3.3. Derecho al Trabajo. El acceso al trabajo en Colombia para la población 
migrante en general es garantizado para aquellos en situación de regularización que cuentan 
con una visa que les permite trabajar dentro del territorio, sin embargo, de acuerdo con las 
medidas tomadas por el Estado Colombiano referente a la migración a gran escala de 
ciudadanos venezolanos, el documento PEP también le permite al migrante venezolano 
acceder a oportunidades formales de trabajo. 
Por otro lado, el Ministerio del Trabajo junto con el Min. Rel. Exteriores mediante el 
Decreto 117 de 2020, desarrollaron el PEPFF, este permiso le brinda la posibilidad de 
trabajar a venezolanos en situación de irregularidad, por medio de un contrato laboral o por 
contratación por servicios, lo cual garantizará condiciones laborales y un estatus migratorio, 
este permiso será solicitado directamente por el empleador o contratante y únicamente 




2.3.4. Derecho a la Vivienda. Colombia en la Circular Externa 40 de 2015, por 
medio del Ministerio de Salud y Protección Social y la Unidad Nacional para la Gestión del 
Riesgo de Desastres (NGRD), señalan la figura de alojamientos temporales, los cuales sirven 
como lugares transitorios para personas que se encuentran afectadas por emergencias o 
desastres naturales y vienen siendo utilizados para brindarle una ayuda humanitaria a los 
ciudadanos venezolanos.  
La NGRD (2013) clasifica estos alojamientos temporales en tres clases:  
1. Auto Alojamiento: El cual sirve para ubicarse fuera de la zona afectada por una 
emergencia. 
2. Subsidios de arriendo: Ayuda económica que se brinda de forma temporal para 
garantizar a las familias afectadas un alojamiento. 
3. Alojamientos temporales: se caracterizan por ser lugares diseñados para garantizar un 
alojamiento como toldos, carpas, construcciones prácticas o lugares colectivos. 
Actualmente Colombia ha proporcionado vivienda a través de ayudas humanitarias 
que se desarrollan por medio de albergues temporales, si bien no es una garantía a largo 
plazo, este servicio les permite a los venezolanos acceder a un alojamiento con asistencia en 
cuestiones de atención médica y alimentación.  
2.3.5. Análisis Crítico de la Política de Atención. Teniendo en cuenta lo señalado 
anteriormente, el Estado Colombiano en su ordenamiento jurídico plantea una regulación 
garantista para los extranjeros desde su Constitución, sin embargo, esta posición garantista se 
viene desvaneciendo con ocasión de la alteración del orden público producto del alto flujo de 
nacionales venezolanos al territorio, por esta razón, el Estado comenzó a expedir normas 
específicas aplicadas a la movilidad humana proveniente de Venezuela.  
Evidencia de lo anterior, es que, a partir de la información contenida en el RAMV, el 




venezolana como el Decreto 542 y el 1288 de 2018, donde efectivamente se ofertan 
oportunidades para acceder a derechos como la educación, la salud y el trabajo que 
anteriormente fueron desarrollados, no obstante, estos derechos se ven garantizados en gran 
medida o con mayor efectividad para aquellos venezolanos que se encuentran regularizados, 
es decir, que cuentan con el PEP o algún tipo de visado. 
 Estando regularizada la población venezolana, podrá disfrutar plenamente de estos 
derechos, en caso contrario, únicamente se podrá acceder al derecho a la salud para los casos 
que requieran especial atención o urgencia y a la educación preescolar, básica o media para 
NNA. Esto se encuentra en contraposición de los argumentos garantistas que proponen 
García y Gainza (2014) quienes señalan que las políticas públicas deben respetar los DDHH y 
el acceso total o pleno a los servicios sociales o DESC. 
El Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (2017) ha señalado que los 
Estados deben garantizar a las personas refugiadas, migrantes o en situación irregular los 
derechos económicos, sociales y culturales sobre los cuales versa el PIDESC y dentro del 
cual, encontramos el acceso al trabajo, a la educación y a recibir atención sanitaria. 
La población venezolana, tratada como población migrante y en estado irregular, al 
momento de acceder a derechos básicos, se encuentra con situaciones como: una atención 
médica únicamente para casos de urgencia que se encuentra desprovista de tratamiento y 
medicamentos y un derecho al trabajo que se garantiza sólo a quienes cuenten con la 
documentación requerida (PEP o visado para trabajar). 
La Política Integral Migratoria en Colombia, como se puede evidenciar, en teoría, 
establece un abanico de derechos básicos que son garantizados a la población venezolana; no 
obstante presenta dos obstáculos principales traducidos en: excesivos formalismos y la 




La Política de Atención, al garantizar plenamente el acceso a los derechos 
mencionados, únicamente a la población migrante o en situación regular, desconoce el DIR 
aplicado al caso venezolano y los lineamientos del PIDESC, los cuales señalan que se debe 
garantizar hasta el máximo de sus recursos los derechos económicos, sociales y culturales de 
todas las personas dentro de un Estado que haga parte, y en caso dado, apoyarse en la 
cooperación internacional. 
Esta política debe ser el fundamento primario para reconocer y proteger a todas las 
personas en contextos de movilidad humana, siendo garantista para aquellas que se 
encuentran en una situación de grave vulnerabilidad, como lo son los refugiados provenientes 
de Venezuela. En este sentido, la protección que promete la actual política pública de 
atención es temporal en virtud de permisos especiales y garantiza los derechos plenamente 
sólo para aquellas personas en situación de movilidad humana regular, desconociendo a 
actores importantes como los refugiados. 
Esta situación en últimas impide un acceso y un goce efectivo de los derechos para la 
población venezolana, pues si bien estos existen, no pueden acceder o gozar de ellos de 
manera plena. En consecuencia, es necesario que el Estado colombiano elimine la barrera 
procesal y burocrática impuesta en los permisos y la regularización como condición para 
acceder a estos derechos básicos. Esta situación se puede materializar a través de un 
reconocimiento a la población venezolana como refugiados prima facie, cuestión que se 
abordará en el siguiente capítulo. 
De lo expuesto se corrobora la hipótesis de investigación planteada evidenciando que 
la Política Integral Migratoria en Colombia no responde de manera coherente a las 
necesidades sociales, económicas y políticas de la población venezolana como refugiados, 





Capítulo 3 Reconocimiento prima facie a los Refugiados Venezolanos para la Garantía 
de sus Derechos. 
Una vez demostrado que la política de recepción y atención a los venezolanos no se 
adecua de manera coherente con las necesidades de protección internacional que posee esta 
población, se estudiarán las obligaciones que tiene el Estado en virtud del corpus iuris 
internacional sobre el derecho de los refugiados, para determinar que el procedimiento 
existente para adquirir la condición de refugiados, tampoco cumple con los estándares del 
DIR, y por ello, puede configurarse la responsabilidad internacional de Colombia.  
En consecuencia, atendiendo al principio fundante de no devolución, surge la 
necesidad de acudir al reconocimiento prima facie de los refugiados venezolanos como 
ruptura epistémica o propuesta de la investigación para garantizar sus DDHH y velar porque 
se reconozca su condición de refugiados en el ordenamiento interno colombiano. Lo anterior, 
con ayuda de la cooperación internacional para aligerar las cargas de los Estados que se 
encuentran afectados por la movilidad humana a gran escala. 
1. Obligaciones del Estado en materia de Refugiados  
El derecho internacional y la globalización ha conllevado a que los Estados busquen 
la manera adecuada de unir esfuerzos o realizar alianzas para satisfacer sus necesidades 
recíprocamente o en comunidad. Por esta razón, nacen tratados, convenios y declaraciones 
que rigen diferentes actividades y relaciones interestatales. A partir de allí, la soberanía de los 
Estados ya no es vista como un todo relacionado con sus facultades ejercidas dentro de sus 
límites territoriales, sino que dicha soberanía se extiende respecto de otros Estados y nace la 
facultad de estos de actuar como persona jurídica internacional capaz de asumir compromisos 
y obligaciones. 
El Estado de Colombia en materia de refugiados ha adquirido compromisos y 




instrumentos, los cuales brindan un marco de garantía y respeto. Estas disposiciones se 
encuentran principalmente en los siguientes instrumentos internacionales: 
● PIDESC 
● Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 
● Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados de 1967 
● D. Cartagena sobre Refugiados 
● Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes. 
● Pacto Mundial para los Refugiados.  
● CADH  
El Comité DESC (2016), órgano competente de supervisar la aplicación del PIDESC, 
por medio de la declaración A/71/L.1 reconoció que los Estados deben atender, de acuerdo 
con el derecho internacional, las necesidades de todas las personas que se encuentran en 
estado de vulnerabilidad por sus desplazamientos en condición de refugiados y migrantes. 
Así como también, ratificó la responsabilidad de los Estados y su derecho a controlar sus 
fronteras conforme a las obligaciones en materia del derecho internacional, el derecho 
internacional de los DDHH y el DIR. 
La Convención de 1951 es el instrumento base del DIR. En este se define su concepto 
y se reconocen parámetros para el debido trato de las personas que cumplen con las 
condiciones para ser refugiadas por los hechos ocurridos con anterioridad al 1ro de enero de 
1951 y que se encontraren fuera del territorio de su nacionalidad. (ONU, 1951). Con el 
surgimiento de nuevos acontecimientos sobre refugiados en el mundo, se expide el Protocolo 
sobre el Estatuto de los Refugiados, el cual ya no tiene límites temporales y geográficos como 
la Convención de 1951. 
El Comité Ejecutivo de Acnur (1999) ha señalado que tanto la Convención de 1951 




refugiados. Respecto a estos dos instrumentos, los Estados parte tienen la obligación de 
proteger a los refugiados que se encuentran dentro de sus territorios, cooperar con Acnur para 
promover la vigilancia y aplicación del DIR e informar al Secretario General de la ONU 
sobre las disposiciones de derecho interno que se adopten para garantizar la Convención 
(Comité Ejecutivo, 1999). 
En 1984, fue adoptada la D. Cartagena, instrumento regional que aprobó los 
parámetros para la garantía duradera de los derechos de los refugiados en Latinoamérica y se 
amplió la definición y protección estableciendo circunstancias adicionales a la Convención de 
1951 y su protocolo. Gracias a este instrumento, se pasó de una definición tradicional, 
enfocada en el análisis caso por caso de la persecución personal, a una visión colectiva, 
analizando la situación del país de origen (Blouin et al., 2020) 
En el 2016, la ONU adoptó de forma unánime la Declaración de Nueva York para los 
Refugiados y Migrantes, la cual mejora la situación de estas personas, protegiendo sus 
DDHH, en busca de soluciones a largo plazo y sostenibles. Esta Declaración a su vez 
establece un procedimiento para desarrollar dos pactos mundiales, uno que versar sobre 
Refugiados y otro sobre Migración Segura, Ordenada y Regular.  
El Pacto Mundial para los Refugiados fue elaborado por Acnur y aprobado por los 
Estados parte de la ONU en el año 2018. Junto con la Declaración, buscan reforzar la 
cooperación internacional para aliviar a los Estados de acogida y promover que los 
refugiados sean autosuficientes. Asimismo, incrementar soluciones que impliquen que 
terceros países puedan apoyar en las crisis de refugiados y auxiliar a los Estados de origen 
para mejorar sus condiciones, que a su vez, propiciarán un retorno seguro a los refugiados. 
(ONU, 2016)  
A nivel regional la CADH, establece en su artículo primero y segundo deberes 




la Convención, esto quiere decir no violar por acción u omisión tales derechos y, en segundo 
lugar, el deber de adecuar el ordenamiento interno conforme a las interpretaciones realizadas 
por la Corte IDH. 
En la opinión consultiva 21/14 la Corte IDH (2014) ha establecido que los Estados 
tienen estos deberes específicos respecto de las personas sin importar que sean o no 
nacionales, residentes o migrantes en condición regular o irregular, pues la garantía y el 
respeto tienen como fundamento los atributos de la persona humana y no su condición. 
Asimismo, en esta opinión consultiva (Corte IDH, 2014) se señala que los Estados 
tienen deberes respecto de las migraciones, a saber: i) analizar de forma adecuada e 
individualizada las peticiones de asilo y el estatuto de refugiados, para garantizar el debido 
proceso mediante el respectivo procedimiento; ii) no devolver a la persona en contexto de 
migración al país donde pueden ser vulnerados sus derechos, y por último, iii) deberá 
garantizar la protección internacional cuando la persona en contexto de migración califique 
para esto. 
Sumado a lo anterior, la CIDH recientemente adoptó la Resolución 04/19 acerca de 
los “Principios interamericanos sobre los DDHH de todas las personas migrantes, refugiadas, 
apátridas y las víctimas de la trata de personas”, la cual establece una serie de principios que 
deben ser observados por los Estados ya que los movimientos migratorios requieren formas 
de protección especial por ser un grupo históricamente vulnerado y discriminado.  
Dentro de la Resolución se destacan principios como: la no devolución, igualdad y no 
discriminación, pro persona, garantías de debido proceso legal en procedimientos 
migratorios, perspectiva de género y enfoque diferenciado, prohibición de toda forma de 
violencia, cooperación y coordinación respecto de los Estados. (CIDH, 2019) 
Por último, la CIDH (2018) en su Resolución 2/18, señaló que los Estados tienen que 




graves crisis alimentarias o sanitarias que han surgido en el Estado de Venezuela y que las 
han obligado a salir forzadamente de su territorio. 
Respecto de la anteriores obligaciones internacionales analizadas, Colombia, por 
medio de la Ley 74 de 1968 aprueba el PIDESC; el 10 de octubre de 1961 y el 4 de marzo de 
1980, respectivamente, ratifica la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados y su 
Protocolo; el 22 de noviembre siendo auspiciador, adopta la D. Cartagena; siendo parte de la 
ONU el 19 de septiembre del 2016 se adopta la Declaración de Nueva York; el 17 de 
diciembre de 2018, Colombia muestra su voluntad política y adopta el Pacto Mundial para los 
Refugiados; y por último, el 31 de julio de 1973 depositó y ratificó la CADH.  
En razón a lo señalado, Colombia tiene unas obligaciones claras y específicas 
respecto de los instrumentos del DIR y los DDHH, a su vez, un compromiso para aplicar en 
las solicitudes de refugio, la definición de la D. Cartagena, a raíz de su adopción dentro del 
ordenamiento nacional por medio del Decreto 1067 del 2015. Por lo anterior, se procederá a 
analizar el procedimiento para adquirir la condición de refugiado verificando si el mismo 
cumple con los estándares fijados en las obligaciones internacionales adquiridas por 
Colombia, y en caso dado, la posible responsabilidad internacional que le puede acarrear por 
incumplir con dichos estándares.  
1.1. Procedimiento para Adquirir la Condición de Refugiado en Colombia 
En Colombia el procedimiento para adquirir la condición de refugiado se encuentra en 
el Decreto 1067 de 2015 y en su artículo 2.2.3.1.1 señala que el estatus de refugiado se 
concede a quienes cumplan con las siguientes condiciones:  
a) Que debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se 
encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, 




hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde antes 
tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera 
regresar a él; 
b) Que se hubiera visto obligada a salir de su país porque su vida, seguridad o libertad 
han sido amenazadas por violencia generalizada, agresión extranjera, conflictos 
internos, violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan 
perturbado gravemente al orden público. 
c) Que haya razones fundadas para creer que estaría en peligro ser sometida a tortura 
u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en caso de que se procediera a 
la expulsión, devolución o extradición al país su nacionalidad o, en el caso que 
carezca de nacionalidad, al país de residencia habitual. (Min. Rel. Exteriores, 2015b) 
 Como se expuso en el Capítulo 1, la población venezolana efectivamente ha huido de 
su país por la violencia generalizada y graves violaciones a los DDHH dentro de su Estado, lo 
cual la cataloga como población refugiada conforme a los literales mencionados.  
Igualmente, el procedimiento para adquirir la condición de refugiado se encuentra en 
el mismo Decreto en el Capítulo I del Título III el cual se desarrolla de acuerdo con la 
Gráfica 2. 





Nota. El gráfico representa el procedimiento para adquirir la condición de refugiado de acuerdo con el Decreto 
1067 de 2015. Título 3. Capítulo 1. Sección 3.  De la Solicitud de Reconocimiento de la Condición de 
Refugiado. (Min. Rel. Exteriores, 2015) 
Sobre el procedimiento adecuado para adquirir la condición de refugiado, Acnur 
(1992) en el Manual de Procedimientos y Criterios indicó que cada Estado puede establecer 
el procedimiento de manera que se adapte  a su propia estructura constitucional y 
administrativa; sin embargo, esta potestad no es ilimitada, pues deben cumplir con unos 




Ejecutivo de Acnur en el periodo 28° de sesiones en 1977, los cuales se expondrán a 
continuación.  
La Corte IDH en el caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia indicó que conforme a la 
Convención de 1951, se es refugiado una vez se reúnen los requisitos que establece este 
instrumento. Es decir, los refugiados adquieren su condición una vez se constituyen los 
elementos del DIR y no requieren previamente un reconocimiento por parte de un Estado 
para gozar de dicha calidad. El procedimiento declarativo de este reconocimiento debe ser 
eficiente y justo. Del mismo modo, este tribunal señaló que no interesa la denominación o 
estatus legal que se le otorgue a un refugiado al interior de un Estado, el mismo debe cumplir 
y observar el principio de no devolución, conforme al artículo 22.8 de la CADH. (Corte IDH, 
2013). 
El Comité Ejecutivo de Acnur, estableció que debe garantizarse como mínimo: i) 
personal idóneo preparado para atender las solicitudes, de acuerdo con las necesidades y las 
dificultades particulares de cada caso; ii) orientación necesaria sobre el procedimiento a 
seguir; iii) autoridad claramente identificada para examinar las solicitudes; iv) medios 
necesarios para que los solicitantes presenten su caso ante las autoridades competentes, 
incluyendo un intérprete en caso de ser necesario, también debe darse la oportunidad de 
contactarse con un representante de Acnur; v) en caso de reconocimiento de la solicitud, 
expedirse un documento que acredite su condición; vi) si se niega el reconocimiento de la 
condición, se debe conceder un plazo razonable para recurrir esta decisión, con el fin de que 
sea reconsiderada; por último vii) permitir al solicitante permanecer en el Estado receptor 
hasta que se adopte la decisión del caso. (Comité Ejecutivo de Acnur, 1977). 
El procedimiento para adquirir la condición de refugiado en Colombia muestra que se 
han adoptado algunos lineamientos de Acnur para la protección de las personas que buscan 




las personas que pueden acceder a la condición de refugio. Como ya se mencionó en la 
Gráfica 1, la cifra de venezolanos en el país para febrero de 2020 se estimaba en más de 
1.825.000, pero la cifra de solicitantes de asilo provenientes de Venezuela, hasta el 31 de 
diciembre de 2019 es de 8,824 de acuerdo con R4V. Esta plataforma reporta que la cantidad 
de venezolanos que han adquirido el estatus de refugiado es de 425 para la misma fecha.  
Lo anterior evidencia que aunque el procedimiento exista, en la práctica no se le 
otorga el estatus de refugiado a la población venezolana, aun cuando los motivos por los 
cuales abandonaron su país de origen configuran todos los elementos para considerarlos 
como refugiados en términos de la D. Cartagena. A pesar de ello, los procedimientos de 
solicitud son rechazados, ya que se exige al solicitante demostrar persecuciones directas 
enmarcadas en la Convención de 1951 (Gandini et al. 2019). Esto refleja una clara práctica 
evasiva del Estado para no querer reconocerles su estatus, pues la D. Cartagena tiene plena 
vigencia en el ordenamiento interno y fue incorporada a través del Decreto 1067 de 2015 
como parte de la definición de refugiado.  
Asimismo los autores mencionados, indican que el procedimiento presenta ausencia 
de garantías, por ejemplo, falta de acompañamiento legal durante el proceso de solicitud, y la 
desprotección del solicitante al permanecer en el territorio colombiano únicamente con un 
salvoconducto que no le permite acceder a derechos básicos como el trabajo, la salud y la 
educación. (Gandini et al. 2019). Sumado a lo anterior, el procedimiento no tiene un término 
establecido para adoptar una respuesta definitiva que acepte o rechace dicha solicitud, lo que 
implica una desprotección aún mayor dentro del Estado colombiano, en el cual ni siquiera 
pueden acceder de manera total a los servicios básicos indicados. 
Actualmente, el nuevo ETPV sigue evadiendo las responsabilidades del Estado al 




estatuto, se confirma la prevalencia de un permiso que trata a los refugiados como migrantes 
lo cual ignora las causas por las cuales huyen de su país de origen.  
Esta situación es preocupante, pues el procedimiento para acceder a la condición de 
refugiado, en últimas es mucho menos garantista que los mismos permisos especiales de 
permanencia destinados a la regularización de los venezolanos. Claramente, esto implica que 
en la práctica los refugiados ni siquiera acudan a este mecanismo o salvoconducto, por lo 
tanto, su mejor opción es acudir a los permisos especiales y verse en la necesidad de aceptar 
ser tratados como migrantes, a pesar de sus evidentes características como refugiados. 
  Una muestra de ello es la sentencia T-250 de 2017, en la cual la Corte Constitucional 
conoció de un caso donde se solicita reconocer la condición de refugiados a una pareja de 
venezolanos que huyeron de su país al ver amenazadas su vida e integridad, tras ser víctimas 
de extorsión por grupos delincuenciales en connivencia con agentes estatales. Esta Corte 
resuelve apoyar los argumentos del Min. Rel. Exteriores, los cuales versan sobre la exigencia 
probatoria de circunstancias que ameriten la protección como refugiados a la luz de la 
Convención de 1951 y que se encuentran enmarcadas en el Decreto 1067 de 2015; a pesar de 
que los accionantes solicitaron el reconocimiento de su condición bajo la D. Cartagena. De 
esta manera, la Corte decide negar a los accionantes la protección de los derechos a la vida, 
dignidad humana, seguridad personal y su reconocimiento como refugiados, así como 
también, la no devolución.  
  Frente a estos casos, la Corte IDH tiene competencia para examinar las violaciones de 
DDHH cometidas dentro de la jurisdicción de Colombia. El Estado ha tenido la posibilidad 
de resolver las violaciones que se le han puesto en conocimiento por parte de los refugiados a 
través de tutelas. Por otro lado, puede aplicarse la excepción contenida en el art. 46.2 de la 
CADH relativas a la inexistencia de un recurso idóneo y efectivo para proteger los derechos 




derechos de petición, que al final, son resueltos con exigencias de regularización para acceder 
a lo solicitado. También pueden acudir a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho 
cuando es negada la solicitud de refugiados, sin embargo, este recurso no es adecuado debido 
a que su solución se extiende en el tiempo y se requiere la asistencia de abogado, lo cual 
desconoce la urgencia manifiesta de la situación de los refugiados. 
La Corte IDH ha establecido que los Estados deben tomar medidas dentro de la 
jurisdicción, que tengan en cuenta los estándares internacionales relativos a los DDHH y al 
debido proceso en relación con la protección de los migrantes y refugiados. En este sentido, 
el tribunal interpretará la CADH, dándole alcance a sus derechos de manera progresiva con el 
corpus iuris existente sobre protección y garantía de los DDHH de las personas migrantes y 
refugiadas. Así por ejemplo, ya existen antecedentes donde la Corte IDH declaró responsable 
internacionalmente al Estado de Bolivia por las violaciones a: buscar y recibir asilo, principio 
de no devolución, garantías y protección judicial, derecho a la integridad y por los derechos 
relativos a la protección de los NNA y la familia, en el caso de una familia que fue devuelta 
al Estado del cual estaban huyendo al no reconocerles su estatus de refugiados (Corte IDH, 
2020) 
  El Estado colombiano a pesar de prever en su ordenamiento los instrumentos del DIR 
que hacen parte de su corpus iuris, desconoce el tratamiento como refugiados que debe 
dárseles a las personas provenientes de Venezuela, lo cual puede acarrear una responsabilidad 
internacional ante la Corte IDH, como consecuencia de una serie de violaciones a los 
derechos contenidos en la CADH, por ejemplo, el derecho a la vida, a la integridad, a las 
garantías y protección judicial, honra y dignidad, derechos de los NNA y la familia, derecho a 
buscar y recibir asilo, como también, debido a la jurisprudencia reciente, se puede incurrir en 




culturales en virtud del artículo 22 de la Convención y en las obligaciones establecidas en los 
artículo 1.1 y 2 del mismo instrumento. 
  Por otro lado, el Comité DESC, podrá estudiar las denuncias que se realicen sobre 
violaciones al PIDESC y emitirá observaciones que constituyen fuentes formales del derecho 
interno de los Estado parte, en relación con la interpretación y aplicación del instrumento 
internacional. (Gialdino 2003). Así como también, la Corte Internacional de Justicia, de 
acuerdo con su competencia estipulada en la Convención de 1951 y su Protocolo, podrá 
examinar cuestiones relativas a la aplicación e interpretación del DIR. (ONU, s.f) 
Por lo anterior, es necesario establecer procedimientos ágiles y sencillos debido a la 
masividad y vulnerabilidad de la población venezolana para que puedan acceder a los DESC 
de forma completa, teniendo en cuenta los estándares internacionales y los pronunciamientos 
que se señalaron en este acápite.  
Para aligerar las cargas económicas y sociales de Estados receptores como Colombia, 
evitando que se excusen en la falta de recursos económicos, el derecho internacional prevé 
una solución para acompañar a dichos Estados en el cumplimiento de sus obligaciones 
cuando se presentan flujos masivos en contextos de movilidad humana, esto es la cooperación 
internacional.    
1.2. El Papel de la Cooperación Internacional en Temas de Refugiados 
Teniendo en cuenta que el derecho internacional desde la Carta de las Naciones 
Unidas de 1945 (ONU, 1945) prevé que los Estados unan esfuerzos para crear y planificar 
acciones conjuntas y enfrentar diversas situaciones que afectan la paz y la seguridad del 
mundo, surge la cooperación internacional, buscando así, una solución duradera. 
Ejemplo de lo anterior, fueron los planes de cooperación de Kosovo en 1999, donde 
tras el conflicto en la antigua Yugoslavia, cerca de 850.000 personas refugiadas huyeron a 




sus fronteras. En virtud de un acuerdo negociado por la OTAN, Acnur, el Programa Mundial 
de Alimentos y otras ONG junto con Macedonia, se establece la apertura de la frontera para 
recibir a los refugiados y suplir las necesidades básicas de estas personas. (Acnur, 1999) 
De acuerdo con lo anterior, la cooperación internacional permite que no solo sean los 
Estados los titulares de este principio, sino también las organizaciones internacionales, las 
regionales y las ONG con el fin de compartir cargas y responsabilidades, en busca de actuar 
en las diferentes situaciones que afectan la estabilidad mundial. 
La cooperación internacional en materia de refugiados tiene una importancia 
significativa para esta investigación. En primer lugar, porque se encuentra consagrada en los 
instrumentos vinculantes del derecho internacional sobre los refugiados y, en segundo lugar, 
porque es el sustento para demostrar que los Estados no pueden negarse a brindar ayudas 
conjuntas, ni los Estados receptores, pueden evadir sus responsabilidades internacionales, 
cuando de refugiados se trata. 
El DIR se fundamenta bajo el principio de cooperación internacional y así lo ha 
recalcado Acnur, quien sostiene que los efectos negativos económicos, ambientales, sociales 
y políticos que producen los grandes movimientos de refugiados, pueden ser aliviados o 
paliados por la solidaridad internacional y la distribución de la carga. (Acnur, 1998) 
Los Estados receptores pueden ser incapaces de soportar la llegada masiva, repentina 
y prolongada de refugiados que requieren asistencia, por lo tanto se les niega a estos el acceso 
a empleos, salud o educación. Acnur en su reunión de expertos en Amman, Jordania en 2011 
(Acnur, 2011a) estableció que cuando se presentan situaciones prolongadas y a gran escala de 
refugiados, la cooperación internacional juega un papel importante para salvaguardar los 
derechos de estas personas.  
Teniendo en cuenta esto, surge la necesidad de cooperación internacional para 




satisfacer sus necesidades básicas. Esta cooperación se materializa, por ejemplo, con el apoyo 
financiero para el fortalecimiento institucional que presta asistencia a los refugiados, 
préstamo de recursos materiales, expertos y técnicos, así como el caso de Kosovo en 1999 o 
el de Libia en el 2011 (Acnur, 2011c), puede presentarse una evacuación de emergencia y/o 
traslado de refugiados a países terceros de manera temporal.   
Esta cooperación internacional impide que los Estados involucrados en flujos masivos 
de refugiados cierren sus fronteras, poniendo en riesgo inminente a estas personas. También 
evita la falta de asistencia en salud, educación y empleo de los refugiados, lo que permite que 
el riesgo al tráfico de personas y el conflicto entre la comunidad de acogida y el refugiado, 
disminuyan. En este mismo sentido, la cooperación internacional permite que los países en 
vía de desarrollo afectados por este flujo tengan un auxilio para que su desarrollo no se vea 
obstaculizado por el desvío de recursos destinados a su propia población, para atender las 
necesidades de los refugiados. 
Actualmente el sistema de información que registra las ayudas humanitarias en 
Colombia, provenientes de la cooperación internacional, se coordina a través de dos 
plataformas: R4V y FTS. R4V es administrada por el Grupo Interagencial sobre Flujos 
Migratorios Mixtos (GIFMM), allí se coordina y registra el número de actividades realizadas 
en el país frente a cada uno de los sectores de ayudas humanitarias previstas para los 
venezolanos. Estos sectores se dividen en: i) protección y defensa de los derechos de la 
población; ii) agua, saneamiento e higiene (ASH); iii) liderazgo y estrategias; iv) seguridad 
alimentaria y nutrición; v) albergues; vi) educación; vii) salud; viii) recuperación temprana y 
ix) multisectorial. 
Por su parte FTS registra y recopila el financiamiento de ayuda humanitaria que ha 
recibido Colombia proveniente de donantes gubernamentales, no gubernamentales, ONU, 




a Refugiados y Migrantes 2020 para Refugiados y Migrantes de Venezuela está estimado en 
US $1.410 millones para atender el flujo masivo de población venezolana en el país (FTS, 
2020). No obstante, de la totalidad de este plan, Colombia solo ha recibido el 26,9% de 
financiamiento. 
Esta situación fue manifestada por la Cancillería en 2019. Para la fecha, Colombia 
recibió USD $96 millones en cooperación internacional. Sin embargo, a pesar de que hubo un 
incremento del 30,4% en los recursos, para Eduardo Stein, Representante Especial Conjunto 
de Acnur y la OIM para los refugiados y migrantes venezolanos en la región, existía un 
desfinanciamiento del 70% (Cancillería, 2019). 
La Cancillería exigió un llamamiento urgente de la ONU, pues los recursos que ha 
recibido Colombia no llegan a ser ni la cuarta parte de lo que se les ha dado a otros países 
como por ejemplo Sudán del Sur, quienes recibieron USD $700.000.000 millones para 
atender a 1.400.000 migrantes que llegaron a su territorio, una cifra muy cercana al número 
de refugiados y migrantes venezolanos que se encontraban en el país para el 2019 
(Cancillería, 2019). 
  Este déficit en la cooperación internacional muchas veces es usado por los Estados 
como excusa para justificar el incumplimiento de las obligaciones internacionales que 
contraen en favor de los refugiados y migrantes; sin embargo, esta situación no es óbice para 
que los Estados vulneren los DDHH de esta población. El Tribunal Europeo de DDHH ha 
declarado la responsabilidad internacional de los Estados por estas acciones y omisiones, por 
ejemplo, en el caso Klhaifia y otros contra Italia (2016), conoció de la interceptación de 
varios refugiados tunecinos en aguas italianas. El Estado alegó en su favor la crisis 
económica que atravesaba Europa y los intentos de solicitud de cooperación internacional. A 
pesar de ello, ninguna de estas situaciones excluyó de responsabilidad al Estado de garantizar 




La ONU (2004) en su “Conclusión sobre la cooperación internacional y la 
distribución de la carga y las responsabilidades en las Situaciones de desplazamientos en gran 
escala” reafirmó que:  
El acceso al asilo y el cumplimiento por todos los Estados de sus obligaciones 
internacionales en materia de protección no deben depender de que existan arreglos 
previos para compartir la carga y las responsabilidades, especialmente dado que el 
respeto de los DDHH y los principios humanitarios es responsabilidad de todos los 
miembros de la comunidad internacional (ONU, 2004) 
De esta manera, el Estado colombiano no puede evadir sus responsabilidades 
internacionales adquiridas en materia de protección de DDHH y refugiados, en virtud de la 
falta de cooperación internacional. Contrario a lo que está haciendo el Estado, otorgándoles 
un tratamiento como migrantes a los refugiados venezolanos, debería reconocerles su 
condición de protección internacional, y con base en ella, cambiar su discurso ante la 
comunidad internacional para centrar el foco de atención en una población vulnerable que 
necesita apoyo mundial. 
Un ejemplo de ello ha sido el Plan Regional para los Refugiados y de Resiliencia para 
la situación de Siria, lanzado por Acnur y sus socios en 2014. Este plan busca brindar 
asistencia humanitaria para fortalecer la resiliencia de los refugiados sirios a largo plazo. En 
la actualidad, haciendo un balance sobre los resultados del Plan, Acnur (2020) celebró la 
solidaridad que han demostrado diversos países, quienes han brindado refugio, protección y 
seguridad a los refugiados sirios. En los últimos nueve años, gracias a las generosas 
donaciones de actores gubernamentales y el sector privado, la respuesta a la ayuda 
internacional se ha ampliado en escala y profundidad, incluso, estuvo acompañada de actores 




países de acogida y mejoró la adaptación de las comunidades. Este Plan ha logrado recolectar 
más US $14.000 millones (Acnur, 2020).  
 De acuerdo con lo expuesto, este cambio de discurso favorece a la política de Estado 
en temas de cooperación internacional, pues el financiamiento y la responsabilidad 
compartida es más fuerte cuando se trata de refugiados. En atención a ello, para finalizar con 
la triangulación metodológica de la investigación, una vez corroborada la hipótesis de 
investigación que da respuesta al problema formulado, se propone como alternativa a la 
situación problémica planteada el reconocimiento prima facie de los refugiados venezolanos 
en la política de recepción y atención colombiana para la garantía de sus derechos.  





1.3. Reconocimiento prima facie a la Población Venezolana 
En este punto de la investigación ya se demostró que ni la Política Integral Migratoria, 
ni el procedimiento para adquirir la condición de refugiados, cumplen con los estándares del 
DIR, por lo tanto, es necesario adecuar un procedimiento de recepción conforme a las 
características del flujo masivo y su estatus de movilidad humana. Sobre esto, Acnur (2019c) 
indicó que la mayoría de las personas provenientes de Venezuela deben ser protegidas bajo la 
definición de la D. Cartagena, ya que como se ha reiterado, su vida, seguridad o libertad han 
sido afectadas por la perturbación del orden público en su país de origen. 
Esta protección implica reconocer, en contextos complejos y de grandes flujos 
migratorios, la condición de refugiado prima facie (Acnur, 2015). El reconocimiento prima 
facie, consiste en determinar de manera colectiva la condición de refugio, cuando se cumplen 
circunstancias en las cuales es necesaria la asistencia de manera urgente debido a la gravedad 
del contexto, este reconocimiento es posible desvirtuarlo mediante prueba en contrario. 
(Acnur, 1992).                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                 
Reconocer a los venezolanos como refugiados prima facie les permitiría acceder de 
manera sencilla y ágil plenamente a los derechos, sin que su regularidad o formalismos sea un 
impedimento para ello, de esta forma, toda la población refugiada venezolana tendría acceso 
a derechos básicos en condiciones de igualdad y no discriminación.  
Además, se eliminaría la barrera procesal para permanecer de manera regular en 
Colombia, pues como se esbozó en el capítulo de la Política Integral Migratoria, la excesiva 
reglamentación y coexistencia de permisos especiales y la discrecionalidad del Estado para 
otorgarlos, limitan la accesibilidad de los refugiados venezolanos para regularizar su 
situación. 
De esta manera, otorgar el reconocimiento prima facie evitaría imponerles a los 




y violaciones a sus DDHH es de conocimiento público y el mismo Estado colombiano, a 
través de su Cancillería (2020), lo ha reconocido. Igualmente, con el reconocimiento prima 
facie del estatus de refugiado que proponemos, esta discrecionalidad ya no existiría, pues 
únicamente se descartaría la condición con un estudio objetivo, caso a caso, del cumplimiento 
de las causales para ser protegido como refugiado y no de manera arbitraria como lo plantea 
el Estado en relación con los demás permisos.  
Ejemplo de lo anterior, es el caso de Brasil que en 2019 simplificó el procedimiento 
para reconocer la condición de refugiados a la población venezolana mediante el 
“procedimiento prima facie facilitado''. Este procedimiento no requiere la presentación de 
una entrevista personal y los solicitantes deben cumplir con los siguientes requisitos: vivir en 
Brasil, no tener permiso de residencia, tener documento venezolano de identidad, no tener 
antecedentes penales en Brasil y ser mayor de 18 años (Acnur, 2019a).  
Acnur (2019a) también alentó a los Estados de la región para que adoptaran este tipo 
de prácticas debido a los desafíos complejos que genera el contexto de movilidad humana y 
que “puede crear una sobrecarga en los sistemas nacionales de refugiados”.  
A pesar del avance de dicha política, es importante evidenciar que la misma solo 
reconoce el estatus de refugiados a las personas mayores de 18 años, por lo que deja en un 
estado de desprotección a los NNA, quienes también gozan de esta condición, y su interés 
superior debe ser primordial para los Estados. En consecuencia, el enfoque diferenciado en 
los procedimientos para el reconocimiento de los refugiados es una garantía que debe ser 
tomada en cuenta por Colombia y los demás Estados a la hora otorgar el reconocimiento 
prima facie o establecer cualquier procedimiento migratorio (Estrada, 2017). 
Asimismo, proponemos que, aun cuando el Estado colombiano logre desvirtuar la 
presunción prima facie, los refugiados venezolanos deben gozar de la garantía de protección 




aquellas personas que no son refugiadas o solicitantes de asilo, pero sus derechos a la vida, la 
seguridad y la integridad pueden verse amenazados o violados en caso de ser devueltos al 
país del cual huyen (Corte IDH, 2014). 
El principio de no devolución es una norma transversal a todo el DIR. Tal es su 
importancia que se constituyó en un principio de carácter ius cogens. La Convención de 1951 
en su artículo 33 señala que ningún Estado podrá poner en peligro los derechos de los 
refugiados mediante su expulsión o devolución a un territorio en el cual su vida o libertad 
corra peligro (ONU, 1951). 
Así pues, en caso de que Colombia expulse o devuelva a nacionales venezolanos a su 
país de origen por no cumplir con los requisitos para ser refugiados, estaría incurriendo en 
una violación al principio de no devolución, pues está exponiendo a estas personas a una 
potencial situación de violación a sus DDHH, incumpliendo obligaciones internacionales 
contenidas en la CADH, en la Convención de 1951 y en la D. Cartagena.  
De acuerdo con lo expuesto, es imperante que Colombia reforme su política 
migratoria orientada a recibir y atender a los refugiados venezolanos para que se le asegure a 
esta población un tratamiento digno y coherente con su situación. Para alcanzar esta política 
justa se empezaría por el reconocimiento prima facie que se ha propuesto en esta 
investigación, la cual garantiza los DDHH de una población vulnerable que requiere 
soluciones efectivas y a largo plazo. Sólo así, se evitarían posibles responsabilidades 










●   La diferencia entre migrantes y refugiados, va más allá de una definición 
conceptual, pues son sus causas de movilidad las que permite comprender que poseen 
distintos regímenes de protección, y en consecuencia, no pueden ser tratados como 
iguales para desdibujar los derechos de los refugiados como población vulnerable que 
requiere protección internacional de los Estados.  
●   La población venezolana reúne todas las condiciones para ser considerada 
refugiada conforme a la D. Cartagena. Sin embargo, el Estado colombiano desconoce 
su estatus al tratarlos como población migrante en su Política Integral Migratoria.  
●   De acuerdo con el análisis realizado a través de la metodología de Roth 
Deubel, la Política Integral Migratoria colombiana no aborda la problemática de 
movilidad humana proveniente de Venezuela, pues únicamente brinda un tratamiento 
a la población migrante y omite a los refugiados, obstaculizando la atención y el 
acceso a derechos plenos que solo se garantizan con la regularización por medio de 
visas o permisos especiales.  
●   Colombia maneja un discurso político que constantemente reconoce la crisis 
institucional y de DDHH en Venezuela ante la comunidad internacional; pero a la 
hora de reconocer dicha situación para otorgar el estatus de refugiado a la población 
venezolana adopta posiciones restrictivas características de una política de 
securitización.  
●    El Estado Colombiano al omitir el deber de adoptar procedimientos conforme 
al corpus iuris internacional, desconoce sus obligaciones en materia de DDHH y DIR, 
lo cual puede generar su responsabilidad internacional. 
●   El procedimiento establecido para adquirir la condición de refugiado no 




●   Al no existir una regulación adecuada que reconozca la condición de 
refugiados de la población venezolana, debido al flujo masivo existente en Colombia, 
es necesario que el Estado les otorgue el reconocimiento de refugiados prima facie al 
interior de sus políticas públicas como garantía de sus derechos para no incurrir en 
responsabilidad internacional.  
●   La cooperación internacional es una herramienta importante para Estados que 
se ven inmersos en contextos de movilidad humana como Colombia, con el fin de 
aliviar sus cargas económicas y compartir la responsabilidad para garantizar de forma 
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